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EXPOSICIÓN. 

SEÑOR: Ha llegado el momento de que las leyes polí- 
ticas, que según la Constitución del Estado deben igualar 
en derechos á todos los españoles, aplicadas á la Isla de 
Puerto- Rico desde 1870, se lleven también á la de Cuba. 

Tiempo hace que la creciente extensión é importancia 
de su comercio exterior, su riqueza y sus adelantos cien- 
tíficos y literarios reclamaban disposiciones y medios de 
gobierno distintos de los que requiere la situación de otras 
provincias ultramarinas y de los que hasta ahora han re- 
gido en ella. 

Las desgraciadas circunstancias de estos últimos años 
han impedido su planteamiento; pero hoy que felizmente 
está la paz asegurada, el Gobierno se halla en el caso de 
proponer á Y. M. la aplicación allí, con las modificaciones 
necesarias, de algunas de las leyes políticas y administra- 
tivas promulgadas para la Península, considerando ya su- 
ficientemente realizado el maduro examen á que aspiraba 
el Real decreto de %5 de Noviembre de 1865, así por el es- 



tadio de la amplia información que produjo aquel manda- 
to, como por las enseñanzas que ofrece la práctica de ahá- 
logas reformas realizadas en la otra Antilla. 

El buen orden administrativo exige en primer término 
la organización de los Municipios y de las Provincias. Las 
leyes á estos relativas, vigentes en la Península, pueden 
servir para la Isla de Cuba con ligeras variaciones, aco- 
modadas á la escasa práctica de aquellos habitantes en 
asuntos de la Administración pública, y algunas otras que 
tienen por objeto asegurar la acción de la Autoridad supe- 
rior y facultarla para resolver todas las cuestiones pro- 
vinciales y locales en consideración á la distancia que la 
separa de la Metrópoli, y á los embarazos, gastos y dilacio- 
nes que originarían su conocimiento y decisión por el Go- 
bierno Supremo. 

Esta reorganización administrativa y política de la isla 
requiere como indispensable medida la de su división en 
provincias, porque no de otro modo puede ejercerse la 
inspección y vigilancia de un solo centro superior sobre 
territorios de extensión tan considerable, de condicio- 
nes topográficas especiales, de grandes diferencias en la 
densidad de su población y de tanta escasez de vias que 
comuniquen entre sí los pueblos de importancia. 

La división deberá hacerse en seis provincias, número 
ñjado de acuerdo con la mayor parte de los informes que 
en diferentes épocas y por diversas Autoridades y Corpo- 
raciones se han emitido; y asimismo deberán designarse 
por capitales las poblaciones que ya de antiguo venían 
para ello indicadas, teniendo en cuenta su situación, su 
riqueza y el número de sus habitantes. 

Las facultades y obligaciones de los Jefes de las provin- 
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cías han de ser establecidas, no sólo en las leyes orgánicas 
ya citadas, sino también en otra disposición especial qne 
corresponda al carácter de aquellos fancionarios en con- 
cepto de delegados y representantes del Gobernador gene- 
ral de la isla. 

Entra también en los propósitos del Gobierno de V. M. 
conceder á Caba la participación en las tareas legislativas, 
á que por tantos títulos es acreedora. Ningún derecho po- 
drá llenar las aspiraciones de los españoles de América 
como el de intervenir por medio de sus representantes en 
la solución de los grandes problemas que afectan al porve- 
nir do la Patria común; ni pudiera hallarse lazo más fuerte 
para asegurar la perfecta unión de los hijos de España que 
el de hacerlos á todos solidarios en las responsabilidades 
que trae consigo el sistema representativo. 

El articulo transitorio de la Constitución establece que 
el Gobierno determinará cuándo y en qué forma serán ele- 
gidos los representantes de la Isla de Cuba. Tal precepto 
reclama la publicación de una ley Electoral; y la que rige 
en la Península, con variantes adecuadas al estado social 
de la Isla, satisface la necesidad por el momento, mientras 
en observancia del art. 89 de la misma Constitución , se 
dicta la ley especial á que este se refiere. 

Complemento y legitima consecuencia de la radical re- 
forma que en el régimen político de Cuba introducen las 
disposiciones mencionadas Jia de ser la reorganización del 
Gobierno general de la Isla. Armonizar de un modo conve- 
niente el prestigio y la fuerza del representante del Poder 
Suprsmo de la Nación con ¡os nuevos intereses políticos 
que van á crearse, es la idea que preside al proyecto y or- 
denación de tan importante mejora. A este fin se han com- 
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pilado en an corto número de artícalos aqaeüas de las 
facaltades que, atribaídas por las leyes ds Indias á los Vi- 
reyes Y por las modernas disposícioaes á los Grobernadores 
superiores, no pugnan con el orden politico qae se trata 
de establecer y qae atienden sólo á afírmar la Autoridad 
del Gobierno responsable alii donde, á causa de la distan- 
cia, no es posible que ejerza la eficaz infiaencía que en 
cumplimiento de sus deberes hace seatir en las proYÍncias 
peninsulares. 

Por los motivos expuestos y por las mismas razones 
últimamente indicadas se han consignado, al lado de los 
preceptos que determinan este carácter especial de la 
Autoridad superior de la Isla, las facultades y obligaciones 
que s«3n consecuencia de las nuevas leyes. 

El Ministro de Ultramar cree que todas estas disposi- 
ciones deben ser publicadas en el concepto de provisiona- 
les; y, fundado en las consideraciones que preceden , de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene el honor de so- 
meter á la aprobación de V. M. los adjuntos proyectos de 
decretos. 

Madrid 7 de Junio de 1878. 

SEÑOR: 
A L. R. P. de V. M., 

Jo«c Eldaayent 



REALES DECRETOS, 

A propuesta del Ministro de Ultramar y de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente : 
Artículo 1.* El Gobernador general es la Autoridad 
superior, representante del Gobierno de la Nación en la 
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Isla de Cuba, y delegado en ella de los Ministerios de Ul- 
tramar, de Estado, de la Guerra y de Marina. Ejerce ade- 
más, como Vicereal Patrono, las facultades inherentes al 
Patronato de Indias, conforme á las Bulas pontificias y 
leyes del Reino. Su autoridad se extiende á todo cuanto 
conduce á la conservación del orden público, al manteni- 
miento de la integridad del territorio, á la observancia y 
ejecución de las leyes y á la protección de las personas y 
de las propiedades. 

Tiene el mando superior del Ejército y de la Armada 
de la Isla, y dispone de las fuerzas de mar y tierra con 
sujeción, respectivamente, á las Ordenanzas generales de 
la Armada y á las prescripciones que rigen en el ramo de 
guerra. Todas las demás Autoridades de la Isla le están 
subordinadas. 

Art. 2.** Sus atribuciones son : 

Primero. Publicar, circular, ejecutar y hacer que se 
ejecuten en las provincias de su mando las leyes y decre- 
tos, órdenes y disposiciones de carácter general, dictados 
por los Ministerios de que es Delegado superior , así como 
los Tratados y Convenios internacionales, y correspon- 
derse con los Cónsules de S. M. y Agentes diplomáticos 
en América sobre negocios de política exterior. 
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Se^ndo. Vigilar é inspeccionar todos los ramos del 
servicio público del Estado en la Isla, y dar cuenta á los 
Ministerios que representa de lo que advierta en los asun- 
tos de su respectiva competencia. 

Tercero. Ejercer la prerogativa de indulto en todos ] 

aquellos casos en que la urgencia y gravedad de las cir- 
cunstancias y la incomunicación con la Península no le 
permitan consultar por escrito ó telegráficamente sobre la 
necesidad y conveniencia de la concesión del indulto, en | 

la forma que establecen las Reales órdenes de S9 de Mayo < 

de 18SS y posteriores. 

Cuarto. Aplicar , oyendo previamente á la Junta de | 

Autoridades, en las circunstancias extraordinarias , moti- 
vadas por sucesos interiores ó exteriores que puedan com- 
prometer ó perjudicar la seguridad y defensa del territo- 
rio, y en las cuales fuese dilatoria la consulta al Gobierno 
Supremo, la ley de 17 de Abril de 1881 ó la de Orden pú- 
blico, sin perjuicio de los efectos que deba producir en su 
caso la primera de ellas. 

Quinto. Cuando las resoluciones emanadas del Gobierno 
puedan ocasionar perturbación en el orden , moral ó ma- 
terialmente, ó comprometer de una manera grave los inte- 
reses públicos por las circunstancias que ocurriesen al ser 
conocidas en la Isla, ó por consideraciones que el mismo 
Gobierno no pudiera tener presentes al dictarlas, el Gober- 
nador general podrá suspenderlas. 

No deberá decretar esta suspensión sino después de oir 
ala Junta de Autoridades, y dando cuenta razonada al 
Gobierno por el conducto y en el 'plazo más breves y ex- 
peditos. 

Sexto. Suspender por iguales causas la ejecución de los 



9 

acuerdos diotados por las Autoridades subordinadas, aun- 
que fuesen de la competencia de ellas y debieran producir 
todos sus efectos en circunstancias ordinarias, exponiendo 
inmediatamente los motivos á los Ministerios respectivos 
para la resolución qae sea debida. 

Art. 3.* Corresponde además al Gobernador funeral, 
como Jefe superior de todos los ramos civiles de la Admi- 
nistración pública: 

Primero. Mantener la integridad de la jurisdicción ad- 
ministrativa, con arreglo á las disposiciones que rigen en 
materia de competencias de jurisdicción y atribuciones. 

Segundo. Publicar bandos y dictar las disposiciones 
generales necesarias para el cumplimiento de las leyes y 
reglamentos y para el gobierno y administración de la Isla, 
dando de ellos cuenta al Ministerio de Ultramar. 

Tercero. Proponer al Gobierno caanto concierne al fo- 
mento de los jntereses morales y materiales y no sea de 
la competencia de las Autoridades y Corporaciones pro- 
vinciales ó municipales. 

Cuarto. Señalar los establecimientos penales en que 
deban cumplirse las condenas , y disponer el ingreso en 
ellos de los penados ; y designar también el punto de con- 
finamiento, cuando los Tribunales impongan esta pena. 

Qainto. Suspender las asociaciones y corporaciones 
que delincan. 

Sexto. Ordenar á los Gobernadores de las provincias la 
imposición de multas á los funcionarios y á las Corpora- 
ciones. 

Sétimo. Suspender por causa justificada en expediente 
> á los funcionarios de la Administración cuyo nombramien- 

to eoresponda al Gobierno, dando á este cuenta inmediata, 
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presente; el Comandante general del Apostadero, el Gene- 
ral Segando Cabo, y los Jefes superiores de la Administra- 
ción de Justicia, del Ministerio fiscal, de Hacienda y de 
Administración civil. 

Cuando el Gobernador general lo estime oportuno, en 
atención á la calidad del asunto de que hubiere de tratar- 
se, podrá citar para que asista con voto á dicha Junta al 
Gobernador de la provincia. 

El carácter de esta Junta es el de consultiva; sus acuer- 
dos se harán constar en actas firmadas por los concurren- 
tes, de que certificará el Secretario del Gobierno general 
en un libro abierto al afecto; y de ellas se sacará una copia 
para cada Autoridad asistente, y otra para remitir al Mi- 
nisterio á que corresponda dar cuenta de la resolución to- 
mada y siempre al de Ultramar. Cualquiera que sea el 
acuerdo ó parecer de la Junta, queda el Gobernador gene- 
ral en libertad de resolver lo que crea conveniente, sin que 
el fundar su determinación en el dictamen de aquella le 
exima de responsabilidad. 

Art. 13. Quedan derogadas las disposiciones que se 
ojpongan á las del presente decreto. 

Dado en Palacio á nueve de Junio de mil ochocientos 
setenta y ocho« 

ALFONSO. 

Bl BlinistrQ de Ultramar, 
iio«é Eldoayen* 



«» 



Atendiendo á las razones qae Me ha expuesto el Minis- 
tro de Ultramar, de acuerdo con el Consejo de Ministros^ 
Vengo en decretar lo siguiente: 

Artícuto !.• Para el Gobierno y Administración de la 
Isla de Cuba se divide esta en seis provincias civiles, que 
tomarán los nombres de sus respectivas capitales, y serán 
las siguientes: Pinar del Rio, Habana, Matanzas, Santa 
Clara, Puerto-Príncipe y Santiago de Cuba. 

Art. &^ Será de primera clase la^ provincia de la Haba- 
na, de segunda la de Santiago de Cuba, y de tercera las de 
Pinar del Rio, Matanzas, Santa Clara y Puerto-Principe. 

Art. 3.* * Los limites divisorios de estas provincias entre 
si serán los que se determinan en la descripción detallada 
de los mismos, aprobada en esta fecha; pero si un pueblo 
situado á la extremidad de una provincia tuviese una parte 
de su término dentro de la provincia contigua, el territorio 
de dicho pueblo pertenecerá por completo á la provincia 
en que se .halle situado el pueblo ó el grupo mayor de su 
caserío, aun cuando la línea divisoria parezca separarlos. 

Art. i."" El Ministro de Ultramar dictará las órdenes 
convenientes para que se marquen materialmente en el 
terreno los expresados limites de las provincias, y para que 
arreglados á esta división se rectifiquen los correspondien- 
tes á los términos municipales y se ajusten también á «Ua 
los relativos á los diferentes servicios del Estado en los 
ramos de Hacienda, Gobernación y Fomento. 

Art. 5.* El Gobernador general, oyendo al Presidente 
de la Audiencia de la Habana, formará y someterá á la 
aprobación superior el proyecto de división judicial de la 
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Isla de acuerdo con la de provincias que establece este de- 
creto. 

Art. 6.* Por los Ministros de la Guerra y de Marina se 
adoptarán igualmente las disposiciones conducentes para 
que los servicios dependientes de ellos se acomoden tam- 
bién á dicha división provincial. 

Dado en Palacio á nueve de Junio de mil ochocientos 
setenta y ocho. 

ALFONSO- 

Bl Ministro de Ultramar, 
^osé Elduayen. 



A propuesta del Ministro de Ultramar , y de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° El gobierno y administración de cada una 
de las provincias en que se divide la Isla de Cuba, estarán 
á cargo de un Gobernador, que será nombrado y separado 
en virtud de Real decreto expedido por el Ministerio de 
Ultramar. 

Art. 2.* El Gobernador será el representante en la pro- 
vincia del Gobernador general de la Isla, y la Autoridad 
superior en el orden administrativo y económico. 

En los diferentes ramos de la Administración que de- 
pendan de su Autoridad, se entenderá con el Gobernador 
^general, salvo los casos en que con arreglo á las leyes y re- 
glamentos deba hacerlo con los Jefes y Corporaciones de la 
Administración central de la Isla. 
. Art 3.® El Gobernador.no podrá ausentarse de la pro- 
vincia sin autorización del Gobernador general 



Durante su ausencia , ó cuando se imposibilite para 
ejercer sa cargo, le reemplazará la persona que aquel de- 
signe, siempre como delegado del Gobernador general, 
Jefe superior de todos los ramos. 

Art. 4.* Para ser nombrado Gobernador se requiere 
tener 35 años de edad, y ser ó haber sido: 

Senador ó Diputado á Cortes. 

Jefe de Administración. 

Oficial general. 

Jefe de Negociado de primera clase en el Ministerio de 
Ultramar. 

Secretario de Gobierno de primera clase en la Penín- 
sula, ó empleado de igual categoría durante dos añcs, y 
con ocho de servicios al Estado. 

Diputado provincial ó Concejal en poblaciones de más 
de 80.000 almas ó capitales de provincia, elegidos por dos 
veces. 

Consejero provincial durante cuatro años. 

Art. 5.* Corresponde al Gobernador de la provincia: 

Primero. Publicar, circular, ejecutar y hacer que se 

ejecuten las leyes, decretos, órdenes y disposiciones que al 

efecto le comunique el Gobernador general, dictando los 

bandos y reglamentos que sean necesarios. 

Segundo. Mantener bajo su responsabilidad el orden 
público, y proteger las personas y las propiedades. 

Tercero. Reprimir y castigar, con arreglo á las leyes, 
todo desacato á la Religión, así como á la moral ó á la de- 
cencia pública, y cualquier falta de obediencia y resp^ á 
su autoridad, imponiendo las multas que en este decreto se 
determinan, y sometiendo á la acción de los Tribunales de 
justicia los excesos que requieran mayor castigo. 
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Cuarto. Cuidar de todo loconoerniente á la sanidad en 
la forma que las leyes y reglamentos prevengan, y dictar 
en casos imprevistos y urgentes de epidemia ó enfermedad 
contagiosa las medidas que la necesidad reclame, dando 
inmediatamente cuenta al Gobernador general. 

Quinto. Proponer al mismo cuanto convenga al ade- 
lantamiento y desarrollo intelectual y moral de los habi- 
tantes de la provincia, y al fomento de los intereses ma- 
teriales de ella. 

Sexto. Vigilar é inspeccionar todos los ramos de la 
Administración y los establecimientos que de ellos de- 
pendan. 

Art. G."* Para el buen desempeño de su autoridad de- 
berá el Gobernador: 

Primero. Instruir por si mismo ó por sus Delegados las 
primeras diligencias en los delitos cuya averiguación y des- 
cubrimiento se deba á sus disposiciones ó agentes, entre- 
gando á la Autoridad judicial las personas detenidas y las 
diligencias practicadas. 

Segundo. Aplicar gubernativamente las penas determi- 
nadas en las leyes y disposiciones de policía y en los bandos 
de buen gobierno, é imponer multas que no excedan de tSOO 
pesetas para corregir las infracciones legales. 

Tercero. Reclamar cuando lo crea necesario de la Au- 
toridad militar el auxilio de la fuerza armada. 

Cuarto. Suspender en casos urgentes ¿ los funcionarios 
del orden civil dependientes del Gobernador general, dando 
á eate inmediata cuenta razonada de la medida. 

Quinto. Dar ó negar permiso para las funciones y re- 
uniones públicas que hayan de verificarse en el punto de su 
residencia, y presidirlas cuando lo estime conveniente. 
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. Sexto. Dictar las disposiciones que juzgue oportuno 
dentro del circulo de su autoridad para el cumplimiento 
de las órdenes superiores ó para la buena administración 
y gobierno de los pueblos; explicar á las Autoridades infe- 
riores el sentido de las leyes, reglamentos ú órdenes de 
cuya ejecución se trate, y remover los obstáculos que se 
presenten para la ejecución de ellas. 

Art. 7.' Corresponden también al Gobernador como 
Jefe de la Administración de la provincia las atribuciones 
que le señalan las leyes orgánicas Municipal y Provincial 
-de la Isla. 

Art. 8.* Para la gestión de los negocios de Hacienda 
pública tendrá las atribuciones que fueron señaladas á 
los Gobernadores de la Península por el art. 81 del Real 
decreto de 17 de Octubre do 1863, con las modificaciones 
que por la organización especial de la Isla les señalen 
lüs reglamentos de cada ramo , obrando siempre como 
delegado del Gobernador general y del Director de Ha- 
cienda. 

Art. 9." El Gobernador de la provincia ejercerá todas 
las demás atribuciones que las leyes le señalen en los 
asuntos de Correos, Telégrafos, Presidios, Cárceles, Bene- 
ficencia, Sanidad, Instrucción pública. Obras públicas. 
Agricultura e Industria, y las que en él delegue el Gober- 
nador general de la Isla. 

Art. 10. En circunstancias extraordinarias y urgentes 
en que peligren el orden y la seguridad pública, y en las 
cuales fuere dilatoria la consulta al Gobernador general, 
puede adoptar, con carácter de provisionales, medidas re- 
servadas á dicha Autoridad superior, dándola de ello 

cuenta inmediatamente. 

8 
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ÁrL 11. Qoedan derofadas las disposiciones qae se 
opoogan i las dd presente decreta 

Dado en Palacio i nncTe de Jonio de mil ochocientos 
setenta y odio. 

ALFONSO 

El Ministro de Ultramar. 



Atendiendo i las razones que líe ha expnesto el 
tro de Ultramar; de acuerdo con el Consejo de Ministros, y 
en virtad de la autorisacion qae ocmcede i mi Gobierno el 
articulo 89 de la Constitución de la Monarquía, 

Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.* Se promulgarán y observarán en la Isla de 
Cuba con carácter de provisionales las leyes orgánicas 
Municipal y Provincial de la Península, modificadas según 
previene el art. 89 de la Constitución de la Monarquía. 

Art. 3.* Mi Oobierno dará cuenta á las Cortes de este 
decreto, en cumplimiento del artículo citado. 

Dado en Palacio á veintiuno de Junio de mil ochocien- 
tos setenta y ocho. 

ALFONSO. 

fil Ministro de Ultramar, 



LEY ORfiÁNIGA PROWIAL DE LA PESÉSÜLA, 



APLICADA Á LA ISLA DE CtJBA. 



LEY ORGÁNICA PROVINCIAL DE U PENMSULA, 



APIICADA i LA ISLA DE CUBA. 



TÍTULO PBIBIERO. 

DE LAS PROVINCIAS, SU TERRITORIO Y HABITANTES. 

Artículo !.• El territorio de la Isla de Cuba y sus ad- 
yacentes se divide para su administración y régimen en 
provincias, según lo determine la ley de división terri- 
torial. 

Art. S.® La provincia se compone de todos los términos 
municipales comprendidos dentro de sus limites. 

Art. 3." No se hará alteración de ninguna clase en los 
límites de una provincia, sino con audiencia y conformi- 
dad de los Ayuntamientos y Diputaciones interesadas y 
del Consejo de Estado. 

A falta de conformidad de algunas de estas corporacio- 
nes y del Gobierno Supremo, la alteración será objeto de 
una ley. 

Art. 4.* Son aplicables á los habitantes de las provin- 
cias las disposiciones contenidas en el tit. 1.° de la ley mu- 
nicipal en lo relativo á su condición y derechos. 






CAPÍrCLO PRIMERO. 

AntoriÍ€Íeg frowineimlgt. 
Alt 5.* fas Antoriilaiks adininisirati¥» de las [gorin- 



L* El Gobernador. 

í* La Dipatadoa provindaL 

3/ LaCcmiision provindal coa el carácter y fanciones 
que determioa el arL 63. 

ArL 6/ £1 Gobernador de la proYÍncia es nombrado y 
separado por el Gobierno Sapremo, asi como todos los em- 
pleados qoe bajo las órdenes de aquel hayan de complir 
las fmiciones qne no estén reservadas á la Diputación y 
Comisúm provinciaL 

Ari 7/ La Diputación provincial se compone de los 
Diputados elegidos por los mismos electores de Ayunta- 
mientos, con arreglo al art. iO de la ley municipal. 

Cada partido judicial elegirá tres Diputados provin- 
ciales. 

Si los que por esta regla deben ser nombrados no lle- 
gan al número de i2, se aumentará el de los elegibles hasta 
completarle en los partidos que tengan mayor población. 
Si los que corresponde elegir á la provincia exceden de 80, 
se reducirá el número de los elegibles en los partidos que 
tengan menor población. El Gobierno general publicará 
oportunamente el número de Diputados provinciales que 
debe nombrar cada partido judicial con arreglo á esta dis- 
posición. 

Art. 8.* La Comisión provincial se compone de cinco 
Vooales nombrados con sujeción á esta ley. 
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CAPITULO II. 
Funciones del Gobernador. 

Art. 9.* Corresponde al Gobernador de la provincia» 
como Jefe superior de la Administración: 

1.* Presidir con voto la Diputación provincial y la Co- 
misión cuando asista á sus sesiones. 

2.* Autorizar sus actas. 

3.* Comunicar y ejecutar los acuerdos de la Diputa- 
ción y Comisión, cuidando de su puntual y exacto cum- 
plimiento. 

4^ Llevar el nombre y representación de la provincia 
en todos sus asuntos judiciales, informes, correspondencia 
y comunicaciones de todo género. 

5.* Inspeccionar las dependencias de la provincia y 
Ayuntamientos, comprobando el estado de sus Cajas, Ar- 
chivos y cuentas, y cuidando de que sean cumplidas, así 
las leyes y disposiciones generales como los acuerdos de 
la Diputación; vigilar su ejecución y la preparación de 
todos los asuntos en que haya de ocuparse. En su virtud 
dictará las disposiciones necesarias al efecto, proveyendo 
lo que corresponda en casos de omisión, negligencia ú opo- 
sición por parte de los encargados de la ejecución, y dan- 
do cuenta de todo al Gobernador general de la isla. 

6.® Suspender los acuerdos de la Diputación provin- 
cial y de los Ayuntamientos cuando proceda con arreglo 
á esta ley y á la municipal, y ejercer las atribuciones que 
las mismas y las demás vigentes le concedan. 

7.* Suspender en el ejercicio del cargo á los Diputados 
provinciales. Alcaldes, Tenientes de Alcalde y Concejales, 
en los casos y en la forma prevenidos en esta ley y en la 
municipal. 

Suplir, por si ó por sus delegados, la acción provincial y 
la^municipal, ya nombrando la Diputación y Ayuntamien- 



tos cuando no se reúnan, ó completando su número buando 
no lo hicieren en el suficiente para tomar acuerdo, ya su- 
pliendo las funciones de las mismas corporaciones cuando 
se negaren á ejercerlas, y dando cuenta en todo caso al Go- 
bernador general de la isla. 

Art. 10. El Gobernador puede dirigir á la Diputación 
las excitaciones que le parezcan oportunas, sobre las cua- 
les está obligada á tomar acuerdo. 

Art. 11. Al Gobernador corresponde muy especialmente 
cuidar del orden público en el territorio de la provincia, á 
cuyo fin las Autoridades militares le prestarán su auxilio 
cuando aquel lo reclamare. 

Art. 12. El Gobernador en sus actos, como represen- 
tante y delegado del Gobierno, se acomodará á lo que es- 
tablezcan las leyes, y á los reglamentos y disposiciones que 
este dictare en virtud de sus facultades. 

Art. 13. El Gobernador general designará la persona 
que haya de sustituir al Gobernador de la provincia en au- 
sencias y enfermedades. Si la ausencia fuere de la capital, 
mas no de la provincia, continuará el Gobernador desem- 
peñando su cargo desde el punto en que se hallo, sin per- 
juicio de lo cual los Jefes administrativos y el Secretario 
despacharán los asuntos de mera tramitación, entendién- 
dose directamente con el Gobernador general en los casos 
urgentes. 

Art. 14. El cargo de Gobernador es incompatible con 
todo otro provincial ó municipal de cualquiera especie, sin 
perjuicio de lo dispuesto ón el articulo anterior. 

CAPÍTULO III. 

Organización y modo de funcionar de la Diputación 

provincial. 

Art. 15. La división de las provincias en distritos elec- 
torales se hará por el Gobierno Supremo, oyendo á las res- 
pectivas Diputaciones. 



Art. 16. Se dividirá cada provincia en tantos distritos 
electorales como Diputados provinciales tenga que elegir, 
con arreglo á lo prevenido en el art. 7.° Cada distrito nom- 
brará un solo Diputado. 

Art. 17. Ningún Municipio formará parte de distintos 
distritos electorales. 

Art. 18, Para la división de la provincia en distritos y 
la designación de los pueblos cabezas de cada uno, la Di- 
putación formará un proyecto, que será publicado en la 
provincia respectiva y en la Gaceta de la Habana un mes 
antes de elevar la propuesta al Gobernador general. Du- 
rante este tiempo serán recibidas por el Gobernador de la 
provincia las reclamaciones y observaciones que con mo- 
tivo de la división hicieren los Ayuntamientos y vecinos, 
los cuales, con su informe y el proyecto de la Diputación, 
pasará al Gobernador general dentro de los ocho dias si- 
guientes á la espiración del plazo. 

El Gobernador general remitirá el proyecto con su in- 
forme al Ministerio de Ultramar por el correo más in- 
mediato. 

El Ministerio de Ultramar, oyendo previamente al Con- 
sejo de Estado, fijará la división de los distritos, con la de- 
signación de sus respectivas cabeceras, en el plazo más 
breve posible. 

Una vez hecha la división y designación, no podrá.ser 
alterada sino en virtud de expediente justificativo, que 
resolverá el Ministerio de Ultramar con audiencia del Con- 
sejo de Estado. 

Art. 19. Pueden ser Diputados provinciales todos los 
que, teniendo aptitud para serlo á Cortes, tengan su vecin- 
dad dentro de la provincia. 
En ningún caso pueden serlo: 

!.• Los Diputados á Cortes. 

8.* Los Alcaldes, Tenientes y Regidores. 

8.® Los empleados activos del Estado, de la provincia 
ó de algunos de sus Municipios. 

4.* Los que directa ó indirectamente tengan parte en 

4 
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servicios, contratas ó suministros dentro de la provincia 
por cuenta de esta, del Estado ó de los Ayuntamientos. 

5/ Los que desempeñen cargos públicos que por las 
leyes especiales estén declarados incompatibles con el de 
Diputado provincial. 

6/ Los que tengan contienda administrativa ó judicial 
pendiente con la Diputación ó con los establecimientos su- 
jetos á la dependencia y administración de esta. 

El cargo de Catedrático de Universidad ó de Instituto 
en la capital de la provincia será compatible con el de Di- 
putado provincial. 

Pueden excusarse los- mismos á quienes se concede este 
derecho para los cargos de Concejales en el art. 43 de la 
ley municipal. 

Art. 20. La elección de Diputados provinciales tendrá 
lugar en la primera quincena del tercer mes del año eco- 
nómico. 

Art. 9,1. Los Colegios y secciones electorales serán los 
mismos que sirvan para las elecciones municipales. 

Art. 22. Los Diputados electos presentarán sus actas 
en la Secretaría de la Diputación ocho días antes del en 
que deba celebrarse la apertura de las sesiones. En este dia, 
sin necesidad de previa convocatoria, se reunirán los Di- 
putados que hayan presentado sus actas bajo la presiden- 
cia del Gobernador, y procederán á la constitución interi- 
na de la Diputación. 

Art. 23. La Diputación provincial se constituye inte- 
rinamente, correspondiendo la presidencia al Vocal de más 
edad, y haciendo de Secretarios los dos más jóvenes de en- 
tre los presentes. 

Art. 24. Constituida la Diputación interinamente, y en 
la misma sesión, elegirá dos Comisiones de tres Vocales 
cada una: la primera examinará las actas presentadas y 
que fueren presentando los interesados; la segunda exami- 
nará las actas de los Vocales que forman la primera. Ambas 
Comisiones presentarán inmediatamente sus dictámenes á 
la Diputación provincial, la cual en su vista procederá sin 
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iaterrapcíon á resolver en definitiva todas las reclamacio- 
nes y protestas á que las operaciones electorales hubieren 
dado lugar. 

Art. 28. Aprobadas las actas que no contuvieren pro- 
testas que afecten á la validez de la elección, y á fin de 
constituirse definitivamente, procederá la Diputación á for- 
mar una terna de individuos de su seno, la cual elevará al 
Gobernador general para que este nombre de entre ellos el 
Presidente de la corporación. 

Acto continuo elegirá esta de entre sus miembros un 
Vicepresidente y dos Secretarios para todas las sesiones 
que hayan de celebrarse hasta la renovación. 

El Gobernador general podrá no aceptar los propues- 
tos, y en este caso nombrar Presidente á otro cualquier 
individuo de la Diputación. 

Los Diputados que .para la constitución definitiva no 
hubieren presentado sus actas se entenderá que renuncian 
el cargo. La Diputación declarará la vacante y lo comuni- 
cará al Gobernador, precediéndose á elección parcial en la 
forma y tiempo que la ley determina. 

Art. 26. Si la Diputación acordare la anulación de algún 
acta, comunicará su acuerdo al Gobernador, que dispon- 
drá su inmediata publicación. 

Este acuerdo será ejecutorio, y se procederá en conse- 
cuencia á la elección parcial si el interesado no interpu- 
siere recurso en el término de ocho dias ante la Audien- 
cia del territorio. 

Art. 27. La Diputación provincial se reunirá nece- 
sariamente en la capital de la provincia todos los años 
el primer dia útil de los ;meses 5.® y iO.° del año eco- 
nómico. 

Art. 28. La primera sesión de cada período será abier- 
ta por el Gobernador en nombre del Gobierno Supremo. 

Art. 29. El cargo de Diputado es gratuito, honorífico, 
sujeto á responsabilidad, y no es renunciable sino por jus- 
ta causa, una vez aceptado. 

Su duración es de cuatro años, haciéndose cada dos la 



renovación de la mitad de los que compongan la Dipu- 
tación. 

La primera designación se hará por sorteo. Saldrá pri- 
mero el número mayor, si el total no fuere susceptible de 
exacta división, y en las renovaciones sucesivas saldrán 
los más antiguos. 

Art. 30. Las vacantes extraordinarias que por cual- 
quier concepto ocurran, cuando antes de la renovación ge- 
neral haya de verificarse alguna de las sesiones ordinarias 
de la Diputación, serán cubiertas por elección parcial, in- 
gresando el elegido en el lugar que corresponda al Diputa- 
do saliente. 

X Cuando la vacante ocurriere por suspensión guberna- 
tiva ó judicial , ó después del plazo arriba expresado, el 
Gobernador general la proveerá interinamente en cual- 
quiera persona, si la hubiere, que antes haya desempeñado 
por elección el cargo de Diputado provincial. El nombrado 
continuará hasta que se resuelva definitivamente la sus- 
pensión del Diputado á quien reemplaza, ó hasta la pri- 
mera renovación si en ella debiera aquel cesar por el turno 
establecido. 

Art. 31. A la Diputación provincial corresponde ad- 
mitir ó desechar las renuncias y declarar las vacantes, 
conforme á lo establecido en esta ley. 

El Gobernador dispone las elecciones ordinarias y ex- 
traordinarias cuando según las leyes deban verificarse y 
en la forma que las mismas determinen. Las elecciones 
serán anunciadas en los cinco dias siguientes al acuerdo 
en que se funden , y se verificarán dentro de un plazo que 
no bajé de 15 dias ni exceda de 130, después de la convo- 
cación. 

Art. 32. La Diputación fija en su primera sesión de 
cada período semestral el número de las que haya de cele- 
brar durante el mismo. En caso de necesidad puede acor- 
dar próroga con aquiescencia del Gobernador. 

Si durante la celebración de las sesiones sobreviniesen 
causas que hicieran peligrosa su continuación , el Gober- 
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nador puede suspenderlas ó aplazarlas , dando inmediata- 
mente cuenta al Gobernador general. 

Art. 33. La Diputación se reúne en sesión extraordi- 
naria cuando para asuntos determinados sea necesario , á 
juicio del Gobernador general ó del de la provincia. 

Art.«.34. El Gobernador hace la convocación, citando 
por escrito y en su domicilio á cada uno de los Vocales 
con ocho dias de antelación , y expresando el objeto si se 
trata de sesión extraordinaria. La reunión será anunciada 
con la misma antelación en los periódicos oñciales ó en la 
forma de costumbre. 

Art. 33. Cuando por fundados motivos crea el Gober- 
nador que de una reunión extraordinaria pueden sobre- 
venir alteraciones en el orden público, suspenderá la convo- 
cación, dando cuenta al Gobernador general. 

Dentro de los 15 dias siguientes á la comunicación el 
Gobernador general resolverá lo que proceda, aprobando el 
acuerdo del Gobernador ó levantando la suspensión. Esta 
se entiende levantada cuando, pasado un mes desde el 
acuerdo de convocatoria, no se hubiere comunicado reso- 
lución alguna superior en contrario. 

Art. 36. Las sesiones tendrán que ser públicas cuando 
en ellas se trate de cuentas, presupuestos y otros objetos 
relacionados con estos, y también cuando se trate de las 
actas de elecciones provinciales. 

De las sesiones se insertará un extracto en el Boletín ó 
periódico oficial. 

Art. 37. Es obligatoria la asistencia á las sesiones. El 
Diputado que sin causa debidamente justificada dejare 
de cumplir lo que en este artículo se dispone, incurrirá en 
una multa de 100 pesetas por cada vez , siéndole además 
imputables los perjuicios á que su morosidad pudiese dar 
lugar. 

Los Diputados que tuvieren necesidad de ausentarse, lo 
pondrán en conocimiento del Gobernador, sin cuyo requi- 
sito incurrirán en las responsabilidades expresadas en el 
párrafo anterior. 
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Darante las sesiones se necesita para ausentarse obte- 
ner la licencia de la Diputación, la cual solamente podrá 
concederla en cuanto sus efectos no se opong^an á lo dis- 
puesto en el artículo que sigue. 

Art. 38. Para deliberar es necesaria la presencia de la 
mayoría absoluta del número total de Diputados. 

Art. 39. Para formar acuerdo se necesita el voto de la 
mayoría de los concurrentes, salvo lo dispuesto en contra- 
rio por esta ley. En caso de empate se repetirá la votación 
al dia siguiente; y si hubiere segundo empate, será resuelto 
por el Presidente. 

Art. 40. Son aplicables á las Diputaciones provinciales, 
en la parte posible, las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos 87, 58, 95, 99, 101, 103, 104 y 107 de la ley muni- 
cipal. 

Art. 41. La Diputación forma su reglamento para el 
despacho de los negocios, orden de las sesiones y modo de 
funcionar, que será sometido á la aprobación del Goberna- 
dor general. 

Art. 4%. En cada una de las reuniones semestrales el 
Presidente y Secretarios de la Diputación presentarán una 
Memoria que exprese los asuntos en que aquella haya de 
ocuparse, con noticia de los negocios pendientes y estado 
de las cuentas, fondos y administración provincial. 

CAPÍTULO IV. 
CompetcTiGia y atribuciones de la Dipv4^cion provincial. 

Art. 43. Es de la competencia de la Diputación pro- 
vincial el gobierno y dirección de los intereses peculiares 
de la provincia en cuanto, según esta ley ó la municipal, 
no corresponda á los Ayuntamientos, y en particular lo 
que se refiere á los objetos siguientes: 

i.* Establecimiento y conservación de servicios que 
tengan por objeto la comodidad de los habitantes de la 
provincia y el fomento de sus intereses materiales y mo- 
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rales tales como caminos, canales de navegación y de rie- 
go y toda clase de obras públicas de interés provincial, 
establecimientos de Beneficencia ó de Instrucción, concur- 
sos, Exposiciones y otras instituciones de fomento y de- 
más objetos análogos, con sujeción á las leyes especiales y 
reglamentos de los diversos ramos de la Administración 
pública. 

Las atribuciones qHe corresponden á la Diputación en 
el ramo de Beneficencia serán y se entenderán siempre 
sin perjuicio de la alta inspección que en este, como en 
todos los ramos de la Administración, confiere al Gober- 
nador general la legislación vigente. 

%.* Administración de los fondos provinciales, ya sea 
para el aprovechamiento, disfrute y conservación de toda 
clase de bienes, acciones y derechos que pertenezcan á la 
provincia ó á establecimientos que de ella dependan, ya 
para la determinación, repartimiento, inversión y cuenta 
de los recursos necesarios para la realización de los servi- 
cios que están confiados á la Diputación. 

La Diputación se acomodará á lo mandado por las leyes 
y disposiciones dictadas para su ejecución en todos los 
asuntos que según la presente no le competan exclusiva- 
mente y en que obra por delegación. 

Art. 44. Es aplicable á la Diputación provincial lo dis- 
puesto en el art. 74 de la ley municipal. También lo es el 
articulo 70 de la misma ley en cuanto se acomode á la 
naturaleza de los servicios encomendados á esta corpo- 
ración . 

Los establecimientos de enseñanza creados ó sostenidos 
por la Diputación provincial se acomodarán á las dispo- 
siciones vigentes sobre Instrucción pública. 

Art. 45. La Diputación tendrá además cuantas facul- 
tades le confiere la ley municipal. 

Art. 46. Los acuerdos tomados por la Diputación pro- 
vincial en conformidad á lo dispuesto en el art. 43 son 
ejecutivos, sin perjuicio de los recursos establecidos en 
esta ley. 
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Art. 47. Los acaerdos de la Diputación provincial serán 
comunicados en término de tercero dia al Gobernador, el 
cual puede en todos los casos suspenderlos por sí; y á ins- 
tancia de cualquier residente en la provincia, en los casos 
siguientes: 

1.* Por recaer en asuntos que, según esta ley ú otras 
especiales, no sean de la competencia de la Diputación. 

&.• Por delincuencia. 

La suspensión se comunicará á la Diputación provin- 
cial dentro de los ocho dias siguientes á la notificación del 
acuerdo, pasado cuyo plazo este es ejecutivo de derecho. 
El plazo empezará á correr desde el recibo del expediente, 
si el Gobernador lo hubiere reclamado para su examen. 

La suspensión en todo caso será motivada, con expre- 
sión concreta y precisa de las disposiciones legales en que 
se funde. 

Art. 48. Notificada la suspensión, podrá la Diputación 
recurrir en alzada al Gobernador general, á quien el de la 
provincia remitirá el recurso con el expediente y su infor- 
me en el término de ocho dias. 

El Gobernador general resolverá, previa consulta del 
Consejo de Administración, dentro de los 40 dias después 
de la remisión del expediente. 

Art. 49. El Gobernador suspenderá también la ejecu- 
ción de los acuerdos á que se refiere el párrafo primero 
del art. 47, cuando de ella hubiese de resultar perjuicio en 
los derechos civiles de un tercero. 

La suspensión en este caso tendrá lugar solamente, en 
cuanto el interesado lo solicitare, reclamando al mismo 
tiempo contra el acuerdo. 

El Gobernador decretará la suspensión, si procede, den- 
tro de los tres dias siguientes á la petición, y la comunica- 
rá en el inmediato al interesado. 

Art. 80. Los que se crean perjudicados en sus derechos 
civiles por los acuerdos de la Diputación, haya sido ó no 
suspendida su ejecución en virtud de lo dispuesto anterior- 
mente, pueden reclamar contra ellos mediante demanda 
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ante el Juez ó Tribunal competente, segün lo que, atendida 
la naturaleza del asunto, dispongan las leyes. 

El Juez ó Tribunal que entienda en el asunto puede 
suspender por primera providencia, á petición del interesa- 
do, la ejecución del acuerdo apelado, si esto no hubiere te- 
nido lugar conforme al art. 48, cuando á su juicio proceda 
y convenga para evitar un perjuicio grave é irreparable. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo 
de 80 dias, que comenzará á contarse desde la fecha de la 
notiñcacion del acuerdo, ó desde la en que sea comunica- 
da la suspensión en su caso, pasado el cual sin haberse in- 
terpuesto la demanda queda levantada de derecho la sus^ 
pensión y consentido el acuerdo. 

Art. 51. Suspendido ó apelado el acuerdo en virtud de 
lo dispuesto en los artículos anteriores , el Gobernador re- 
mitirá los antecedentes al Gobernador general en el primer 
caso, ó al Juez ó Tribunal competente en el segundo, den- 
tro del plazo de ocho dias« 

Art. 5%. Los acuerdos suspendidos por el Gobernador 
y no apelados ante los Tribunales se comunicarán en el 
término de ocho dias al Gobernador general, que resolverá 
en la forma prevenida por el art. 173 de la ley Municipal. 

La resolución del Gobernador general es apelable en 
via contencioso-administrativa. 

Art. S3. De los repartimientos de todo género, aproba- 
dos con arreglo á las disposiciones de la ley Municipal, 
que la Diputación haga entre los pueblos de la provincia 
para cubrir los cupos generales y el necesario psra gastos 
provinciales, podrán apelar los Ayuntamientos respectivos 
en el término de ocho dias, contados desde la publicación 
ó notificación del repartimiento. 

Pasado este término quedará firme sin ulterior re- 
curso. 

El Gobernador general resolverá la alzada, oyendo pre- 
viamente al Consejo de Administración, y su providencia 
confirmatoria será apelable ante el Tribunal contencioso 
de la Isla. 
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CAPITULO V. 

Organización y moio de funcionar de la Comisión 

provincial, 

Art. 54. El Gobernador general nombra de entre los 
individuos de la Diputación los Vocales de la Comisión 
provincial y su Vicepresidente. 

También corresponde al Gobernado^ general la sepa- 
ración y suspensión de los mismos, que deberá ser mo- 
tivada. 

Art. 55. La Comisión se compone de cinco Diputados, 
entre los cuales no habrá más de uno del mismo partido 
judicial. Los cargos durarán dos años. Las vacantes ex- 
traordinarias se proveerán en la misma forma, y los nom- 
brados ocuparán respecto al turno de salida el lugar de los 
Vocales á quienes reemplazan. 

El Gobernador general resuelve acerca de las excusas 
alegadas por los nombrados. 

Art. 56. La Comisión provincial tendrá las atribucio- 
nes que le concede esta ley; está siempre en funciones y 
reside en la capital de la provincia. 

Cada uno de los Vocales disfruta una indemnización 
que acuerda la Diputación, y no excederá de 10.000, 8.000 
ó 6.000 pesetas en las provincias de primera, segunda 6 
tercera clase respectivamente. 

Art. 57. La Comisión provincial se reunirá cuantas 
veces lo exijan los negocios que estén á su cargo, según 
el orden que establezca en la primera sesión de cada mes. 

Art. 58. Es Presidente de la Comisión el Gobernador, y 
Secretario sin voto el mismo que lo sea de la Diputación. 

Art. 59. Para deliberar es necesaria la presencia de tres 
Vocales, y este mismo número de votos conformes hace 
acuerdo. 

En caso de no reunirse en una votación aquel número 
de votos conformes, se repetirá al dia siguiente, formando 
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acuerdo la mayoría; y si aun entonces resultara empate, 
decidirá el voto del Presidente. 

Art. 60. Es obligatoria la asistencia á las sesiones una 
vez aceptado el cargo. 

Si algún Vocal dejare de asistir ¿ cuatro sesiones con- 
secutivas, sin licencia de la Comisión, ni justa causa acep- 
tada por esta, se entenderá que renuncia su cargo, sin per- 
juicio de la responsabilidad en que según el art. 37 pueda 
incurrir. 

Art. 61 . Las sesiones de la Comisión serán públicas, en 
la forma y manera prevenidas para las de Ayuntamientos 
en la ley Municipal. 

Art. 6S. Son aplicables á estas sesiones las disposicio- 
nes citadas en el art. 40, eh cuanto sean compatibles con 
la organización y modo de funcionar de este Cuerpo. 

CAPÍTULO VL 
Competencia y atribuciones ie la Comisión provinciaL 

Art. 63. Las Comisiones provinciales tendrán las facul- 
tades siguientes: 

1 .* Como Cuerpos consultivos darán su dictamen cuan- 
do las leyes y reglamentos lo prescriban, y siempre que el 
Gobernador por sí ó por disposición del Gobernador gene- 
ral estime conveniente pedírsele. 

%.* Decidirán las reclamaciones y protestas en las elec- 
ciones de Concejales é incapacidades y excusas de estos en 
los casos y forma que las leyes Electoral y Municipal es- 
tablezcan. 

3.' Resolverán interinamente los negocios encomenda- 
dos á la Diputación provincial cuando por la urgencia ó 
naturaleza del asunto* no pudiera esperarse á la reunión de 
esta, debiendo asistir en tales casos los Diputados provin- 
ciales que se hallen en la capital. La Diputación en su pri- 
mera reunión acordará lo que estime conveniente para que 
recaiga la resolución definitiva. 
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Art. 64. Las competencias de jurisdicción y atribucio- 
nes entre las Autoridades administrativas y judiciales se 
decidirán conforme al reglamento de 4 de Julio de 1861. 

Art. 65. El Gobernador dirige los litigios seguidos en 
nombre de la provincia. 

Para entablar demandas ordinarias de mayor cuantía 
es necesario el acuerdo de la Diputación provincial; para 
todos los demás casos es suficiente el del Gobernador, oida 
la Comisión. 

CAPÍTULO VIL 
Empleados y agentes de la Administración provincial. 

Art. 66. Las dependencias de la Diputación provincial 
se componen: 

I.' De la Secretaría. 

^.* De la Contaduría. 

3.' De la Depositaría. 

Al frente de cada una de estas Secciones habrá un Jefe, 
bajo cuyas órdenes servirán los empleados necesarios. 

El nombramiento y separación de estos Jefes corres- 
ponde al Gobernador, á propuesta de la Diputación de la 
provincia. 

Art. 67. La Diputación provincial nombra y separa á 
sus demás empleados. 

Art. 68. La plantilla, el sueldo de todos los empleados 
de dichas dependencias y el reglamento de su servicio inte- 
rior se acordarán por la Diputación , sometiéndolos á la 
aprobación del Gobernador general. 

Art. 69. La propuesta ó nombramiento de los referidos 
funcionarios se hará, previo Cv>ncurso, entre las personas 
que reúnan los requisitos que determine un reglamento 
especial. 

Art. 70. El Gobernador general sin propuesta de la 
Diputación podrá también separar ó suspender á los Se* 
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creiaríos, Contadores y Depositarios por caasa grave jus- 
tificada en expediente. 

La suspensión no podrá exceder de cuatro meses. 

Art. 71. Contra la providencia de separación ó suspen- 
sión podrán los interesados acudir en queja al Ministro de 
Ultramar, por conducto del Gobernador general, quien por 
el correo más próximo dará curso á la alzada con el expe- 
diente y su informe. 

El Ministro de Ultramar resolverá sin pérdida de tiem- 
po y sin ulterior recurso, oyendo al Consejo de Estado. 

Art. 7%. La Diputación provincial, previa aprobación 
del Gobernador general, puede dar encargo á cualquiera de 
sus Vocales ó dependientes para girar visitas de inspección 
á los Ayuntamientos con el fin de enterarse del estado de 
sus servicios y Archivos. 

En estas visitas no se dictará providencia alguna sobre 
los asuntos municipales, y se limitarán los delegados á in- 
formar á la Diputación , la cual podrá adoptar las dispo- 
siciones que procedan conforme á esta ley. 

Art. 73. El Secretario tiene á su cargo la preparación 
y tramitación de los asuntos de que hayan de conocer la 
Comisión y Diputación, la redacción de sus actas y acuer- 
dos, la correspondencia y el cuidado y conservación de su 
Archivo. 

Firma con el Presidente los dictámenes y resoluciones 
de la Comisión y Diputación « autorizándolos con el sello 
de la provincia , cuya guarda le estará encomendada , y 
cuida de que sean notificados á quien corresponda. 

Art. 74. El Depositario es el único encargado de la 
custodia de los fondos provinciales, y prestará como tal 
las fianzas que la Diputación exija. 

CAPÍTULO VIIL 

Presupuestos y cuentas provinciales. 

Art. 75. La Diputación provincial sujetará la conta- 
bilidad de sus fondos á las disposiciones del decreto de 1% 
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de Setiembre é instrucción 'de 4 de Octubre de 1870, dic- 
tados para el régimen de la Administración económica y 
contabilidad de Ultramar, y las demás vigentes sobre ser- 
vicios especiales. 

Art. 76. La Diputación provincial formará, discutirá 
y aprobará sus presupuestos ordinario y adicional dentro 
del segundo mes del año económico, y los remitirá al Go- 
bernador para el doble objeto de corregir las extralimita- 
ciones legales, si las hubiere, é impedir que se perjudiquen 
ios intereses generales de los pueblos. 

Art. 77. De los acuerdos del Gobernador podrá alzarse 
la Diputación elevando el recurso al mismo Gobernador 
para que lo remita al general de la Isla, quien resolverá sin 
pérdida de tiempo , oyendo al Consejo de Administración. 
Si quince dias antes de empezar el ejercicio del año eco- 
nómico no hubiere resolución del Gobernador general, regi- 
rán los presupuestos aprobados por la Diputación, con las 
correcciones introducidas por el de la provincia. 

Art. 78. La Ordenación general de pagos corresponde 
al Presidente de la Diputación, ó á quien haga sus veces, 
mientras la Diputación se halle reunida, y cuando no lo 
esté, corresponderá al Vicepresidente de la Comisión pro- 
vincial. 

Art. 79. Corresponderá á la Diputación provincial, ó 
si no estuviere reunida, á la Comisión asociada de los Di- 
putados que se hallen en la capital, la distribución men- 
sual de fondos. 

Art. 80. El presupuesto provincial contendrá precisa- 
mente las partidas necesarias, según los recursos de la 
provincia, para atender á los servicios siguientes: 

1.* Personal y material de sus oficinas y dependencias, 
y establecimientos provinciales de Beneficencia, Sanidad 
é Instrucción. 

%.° Conservación y administración de las fincas y edi- 
ficios de la provincia. 

3.* Construcción, conservación y administración de sus 
obras públicas. 



89 

4.* .Inspección de los montes municipales. 

5.' Fomento y conservación del arbolado. 

6.° Suscricion á la Gaceta de Madrid y de la Habana. 

7.* Fondo de imprevistos y calamidades públicas. 

8.* Anuncios, impresiones y otros gastos que se consi- 
deren necesarios ó convenientes. 

9." Todos los demás gastos que clara y terminantemen- 
te «exijan esta y otras leyes en la parte que deban ser cum- 
plidas por la provincia. 

Art. 81. Para la aprobación del presupuesto se requiere 
el voto de la mayoría absoluta del total de Diputados. Si 
al principio del año económico no estuviese aprobado el 
presupuesto, seguirá rigiendo el anterior en la parte nece- 
saria, ó se observará en su caso lo dispuesto en el art. 77. 

Art. 82. Para cubrir los gastos consignados en el pre- 
supuesto provincial , la Diputación utilizará los recursos 
que procedan , así de rentas y productos de toda clase de 
bienes, derechos ó capitales que por cualquier concepto 
pertenezcan á la provincia ó á los establecimientos que de 
ella dependan, como los de las obras públicas, institucio- 
nes ó servicios costeados de sus fondos. 

Si estos no fueren suficientes, la Diputación verificará 
por el resto un repartimiento entre los pueblos de la pro- 
vincia, en proporción á lo que por contribuciones directas 
pague cada uno. 

Art. 83. Esta cuota será incluida en el presupuesto de 
cada pueblo, y su importe íntegro ingresará en la Deposi- 
taría en la época de recaudación ordinaria^ ó antes si vo- 
luntariamente lo entregan los Ayuntamientos. 

Art. 84. Son aplicables á la Diputación, en todo lo que 
se refiere á la recaudación , administración y custodia de 
los fondos provinciales, las disposiciones contenidas en los 
artículos lo3, 184, 157, 158 y 165 de la ley Municipal. 

Art. 85. Formadas y aprobadas las cuentas de cada 
ejercicio, las remitirá la Diputación al Gobernador general 
para que las dirija al Tribunal de Cuentas del Reino. 



40 



TmnLO m. 

DEPENDEirCIA T RESPONSABILIDAO DE LOS DIPUTADOS 
T AOEJITES DE LA ADXlKlSTRAaOS PROTINCIAL. 

Art. 86. La Diputación provincial y la Comisión obran 
bajo la inspección y dependencia del Gobierno Supremo y 
del Gobernador general, y están por consiguiente sujetas 
á la responsabilidad administrativa que proceda en todos 
los asuntos que no son de su competencia, conforme á esta 
ley y á las demás generales ó especiales vigentes. 

El Gobernador es el encargado de trasmitir á la Dipu- 
tación y á la Comisión las leyes, disposiciones é instruc-^ 
clones que le comunique el Gobernador general en lo que 
á las mismas fuere concerniente. 

Art. 87. La Diputación provincial incurre en respon- 
sabilidad: 

1.** Por infracción manifiesta de la ley en sus actos ó 
acuerdos, bien sea atribuyéndose facultades que no le com- 
petan, ó abusando de las propias. 

í.* Por desobediencia al Gobierno Supremo ó al Gober- 
nador general en los asuntos en que proceda por delega- 
ción y bajo la dependencia de estos. 

8.* Por desacato á la Autoridad. 

V Por negligencia ú omisión de que resulte perjuicio 
en los intereses ó servicios qué le están encomendados. 

Art. 88. La responsabilidad se exigirá administrativa 
ó judicialmente en su caso, según la naturaleza del acto ú 
omisión. 

La responsabilidad sólo será exigida á los Diputados 
que hubieren incurrido en la omisión ó tomado parte di- 
rectamente en el acto ó acuerdo que la motive. 

Art. 89. La responsabilidad administrativa comprende 
el apercibimiento, la multa y la suspensión. 

Bs aplicable á estas penas lo dispuesto en el art. 179 
de la ley Municipal. 



Art. 90. Para la imposición ó exacción de las multas 
se tendrán presentes las siguientes reglas: 

d.* La declaración de la pena corresponde al Goberna- 
dor general, que oirá previamente al Consejo de Adminis- 
tración de la Isla. 

2.* Las multas no excederán de 1.000 pesetas. 

3.* Las multas serán satisfechas por los Diputados res- 
ponsables. 

4.* Son aplicables á estas multas las disposiciones con- 
tenidas en los artículos 181, 182 y 183 de la ley Municipal. 

Art. 91. Precédela suspensión en los casos que ex- 
presa el art. 186 de la ley Municipal. Es aplicable á los 
expedientes de suspensión de los Diputados provinciales lo 
dispuesto en los artículos 187, 188 y 190 de la ley Muni- 
cipal. 

En el caso de existir responsabilidad criminal se obser- 
vará lo dispuesto en el art. 189 de la referida ley. 

Art. 93. La Diputación en cuerpo puede ser suspendida 
en sus funciones por el Gobernador general por motivo de 
orden público y en los casos previstos en el art. 9.* de esta 
ley, dando cuenta con urgencia al Ministro de Ultramar y 
con el oportuno expediente. 

En su vista, previa audiencia del Consejo de Estado y 
con acuerdo del de Ministros, podrá ser declarada disuelta 
la Diputación y acordarse las demás disposiciones que pro- 
cedan. Si resultare responsabilidad contra la misma ó con- 
tra uno ó más de sus individuos, serán sometidos á los Tri- 
bunales competentes. 

Art. 93. Los Diputados destituidos no pueden ser reele- 
gidos hasta pasados seis años por lo menos, y en el caso de 
que la sentencia no impusiere pena de inhabilitación por 
mayor tiempo. 

Art. 94. Para los delitos que cometan la Diputación en 
cuerpo y los Diputados provinciales en el ejercicio de sus 
funciones, será Juez competente en primera instancia la 
Audiencia del territorio, con los recursos al Tribunal Su^ 
premo que autoricen las leyes. 

6 
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Art. 9S. Los empleados y agentes de la Administración 
provincial nombrados por la Diputación están sujetos á su 
obediencia y son responsables ante ella, con arreglo á 
esta ley. 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 

1/ Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones 
anteriores en lo que se opoBgan á la presente. 

%/ El Gobierno Supremo dictará, con sujeción á esta 
ley, los reglamentos necesarios para su ejecución. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

i.' La primera división de las provincias de la Isla de 
Cuba en distritos electorales se hará por el Gobierno Supre- 
mo, oyendo al Gobernador general, sin perjuicio de refor- 
marla, luego que hayan sido elegidas las Diputaciones, en 
conformidad á lo que dispone esta ley. 

%.* Publicada que sea en la Gaceta de la Habana la di- 
visión de provincias en distritos electorales, el Gobernador 
general anunciará las elecciones, y dispondrá lo conveniente 
para que se verifiquen las operaciones preliminares de 
ellas. 

3.* En tanto que no se publique la ley Electoral á que 
se refiere el art. 7.^, serán electores los que determina la 
disposición 2.* transitoria de la ley Municipal. 

Madrid 21 de Junio dé 1878.=Aprobada por S. M.== 
Elduaien. 



LEY ORGÁICA EICIPAL DE LA PENtKmA, 



APLICADA A LA ISLA DE CUBA. 



LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DE LA PENÍNSULA. 



APLICADA Á lA ISLA DE CUBA. 



TÍTULO PRIH[£RO. 

DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES Y DE SUS HABITANTES. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

De los términos municipales y sus alteraciones. 

Artículo 1.* Es Municipio la asociación legal de todas 
las personas que residen en un término municipal. 

Su representación legal corresponde al Ayuntamiento. 
Art. 3.* Es término municipal el territorio á que se ex- 
tiende la acción administrativa de un Ayuntamiento. 

Son circunstancias precisas en todo término muni- 
cipal: 

i .' Que no baje de 2.000 el número de sus habitantes 
residentes. 

2.* Que tenga ó se le pueda señalar un territorio pro- 
porcionado á su población. 

3.* Que pueda sufragar los gastos municipales obliga- 
torios con los recursos que las leyes autoricen. 

Podrán subsistir los actuales términos municipales que 
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tengan AynntamientOt ann cuando no reúnan la circons- 
tancia prevenida en el núm. 1.* de este artículo. 

Art. 3/ Los términos municipales pueden ser alterados: 

1.* Por agrepicion total á uno ó varios términos co- 
lindantes. 

2/ Por segregación de parte de un término, bien sea 
para constituir por si ó con otra ú otras porciones Muni- 
cipio independiente, ó bien para agregarse á uno ó á varios 
de los términos colindantes. 

Art. 4* Procede la supresión de un Municipio y su 
agregación á otro ó á varios de sus colindantes: 

1.* Cuando por carencia de recursos ú otros motivos 
fundados lo acuerden y soliciten los Ayuntamientos y la 
mayoría de los vecinos de los Municipios interesados. 

%.* Cuando por ensanche y desarrollo de edificaciones 
se confundan los cascos de los pueblos y no sea fácil de- 
terminar sus verdaderos límites. 

Art. 5.* Procede la segregación de parte de un término 
para agregarse á otros existentes cuando lo solicite la 
mayoría de los vecinos de la porción que haya de segre- 
garse, y pueda tener efecto sin perjudicar los intereses le- 
gítimos del resto del Municipio ni hacerle perder las con- 
diciones expresadas en el art. S.* 

La segregación de parte de un término para constituir 
uno ó varios Municipios independientes por si ó en unión 
de otra ú otras porciones de otros términos colindante s, 
puede hacerse mediante acuerdo y solicitud de la mayoría 
de los interesados, y sin perjudicar intereses legítimos de 
otros pueblos, siempre que los nuevos términos que hayan 
de formarse reúnan las condiciones expresadas en el ar- 
tículo «.• 

Art. 6.^ En cualquiera de los casos de agregación ó 
segregación, los interesados señalarán las nuevas demar- 
caciones de terrenos, y practicarán la división de bienes, 
aprovechamientos, usos públicos y créditos, sin perjuicio 
de los derechos de propiedad y servidumbres públicas y 
privadas existentes. 
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Art. T.*" El Gobernador general de la isla resolverá los 
expedientes sobre creación, segregación y supresión de 
Municipios y términos, previo informe del Gobernador y 
de la Diputación de la provincia. 

Su acuerdo será ejecutorio cuando fuere conforme con 
el dictamen de la Diputación provincial. 

En caso de disidencia, se elevará el expediente al Mi- 
nisterio de Ultramar, que resolverá previa consulta del 
Consejo de Estado. 

Art. 8.^' Todo término municipal forma parte de un 
partido judicial y de una provincia, y no podrá pertenecer 
bajo ningún concepto á distintas jurisdicciones de un mis- 
mo orden. 

Art. 9.** Para hacer pasar un término municipal de uno 
á otro partido se instruirá expediente, oyendo á los Ayun- 
tamientos del pueblo y de las cabezas de partido, á la Dipu- 
tación y al Gobernador. 

£1 Gobernador general remitirá el expediente con su 
informe al Ministerio de Ultramar, que resolverá con au- 
diencia del Consejo de Estado. 

Art. 10. Los grupos de población, aunque tengan Ayun- 
tamiento propio, situados á una distancia máxima de cin- 
, co kilómetros del término de la capital de la isla ó de cual- 
quiera otra población que cuente igual ó mayor número 
de habitantes, podrán ser agregados á dichos términos en 
virtud de Real decreto, previa consulta del Consejo de 
! Estado. 

CAPÍTULO II. 

De los habitantes de los términos municipales. 

Art. 11. Los habitantes de un término municipal se 
I dividen en 

Residentes y 

Transeúntes. 

Los residentes se subdividen en 

Vecinos y 

Domiciliados* 
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Art. 12. Es vecino todo español emancipado que resi- 
de habítualrnente en un termino municipal y se ^halla ins- 
crito con tal carácter en el padrón del pueblo. 

Es domiciliado todo español que, sin estar emancipado, 
reside habitualmente en el término, formando parte de la 
casa ó familia de un vecino. 

Es transeúnte todo el que, no estando comprendido en 
los párrafos antepiores, se encuentra en el término acci- 
dentalmente. 

Art. 13. Todo español ha de constar empadronado co- 
mo vecino ó domiciliado en algún Municipio. 

El que tuviere residencia alternativa en varios optará 
por la vecindad en uno de ellos. 

Nadie puede ser vecino de más de un pueblo: si alguno 
se hallare inscrito en el padrón de dos ó más pueblos , se 
estimará como válida la vecindad últimamente declarada, 
quedando desde entonces anuladas las anteriores. 

Art. 14 La cualidad de vecino es declarada de oficio ó 
á instancia de parte por el Ayuntamiento respectivo. 

Art. 15. El Ayuntamiento declarará de oficio vecino á 
todo español emancipado que en la época de formarse ó 
rectificarse el padrón lleve dos años de residencia fija en 
el término municipal. 

También hará igual declaración respecto á los que en 
las mismas épocas ejerzan cargos públicos que exijan re- 
sidencia fija en el término, aun cuando no hayan comple- 
tado los dos años. 

Art. 16. El Ayuntamiento, en cualquier época del año, 
declarará vecino á todo el que lo solicite, sin que por ello 
quede exento de satisfacer las cargas municipales que le 
correspondan hasta aquella fecha en el pueblo de su ante- 
rior residencia. 

El solicitante ha de probar que lleva en el término una 
residencia efectiva continuada por espacio de seis meses á 
lo menos. 



CAPÍTULO III. 
Del empadronamiento. 

Art. 17. Es obligación de los Ayuntamientos formar el 
padrón de todos los habitantes existentes en su término, 
con expresión de su calidad de vecinos , domiciliados y 
transeúntes, nombre, edad, estado, profesión, residencia y 
demás circunstancias que la estadística exija y el Gobierno 
determine. 

Art. 18. Cada cinco años se hará un nuevo empadro- 
namiento, el cual será rectificado todos los años interme- 
dios, con las inscripciones de oficio ó á instancia de parte, 
y las eliminaciones por incapacidad legal , defunción ó 
traslación de vecindad ocurridas durante el año. 

Los vecinos que cambien de domicilio, los padres ó tu- 
tores de los que se incapaciten y los herederos y testamen- 
tarios de los finados están obligados á dar al Ayunta- 
miento la declaración correspondiente para que tenga efecto 
la eliminación. 

Art. 19. Hecho el empadronamiento quinquenal, ó su 
rectificación anual, el Ayuntamiento formará dos listas en 
extracto: una que exprese las alteraciones ocurridas du- 
rante el año , y otra comprensiva de todos los habitantes 
que resulten en el distrito al ultimarse la operación. 
Estas listas se publicarán inmediatamente. 

Art. %0. El empadronamiento y las rectificaciones se 
verificarán en el mes de Diciembre, y estarán, así como las 
listas, á disposición de cuantos quieran examinarlos en la 
Secretaria del Ayuntamiento los días y horas útiles. 

En los 15 dias siguientes el Ayuntamiento recibirá las 
reclamaciones que cualquier residente en el término hi- 
ciere contra el.empadronamieiito ó sus rectificaciones, y 
resolverá acerca de ellas en lo restante del mes, consignan- 
do en el libro de actas el acuerdo que tome respecto á cada 
interesado, á quien lo comunicará por escrito inmediata* 
mente. 

7 
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Art. Sí. Contra estas decisiones de los Ayuntamientos 
procede el recurso de alzada para ante la Diputación pro- 
vincial. 

El recurso será entablado ante el Alcalde dentro de los 
tres dias siguientes á la notiflcacion escrita del acuerdo. 

El Alcalde remitirá sin dilación alguna el expediente 
á la Diputación provincial. 

La Diputación en término de un mes resolverá ejecuti- 
vamente en vista de las razones alegadas por los interesa- 
dos y el Ayuntamiento, y comunicará á este su fallo cir- 
cunstanciado; después de lo cual, y hechas en la semana 
siguiente las rectificaciones á que hubiere lugar, se decla- 
rará ultimado el padrón y se publicarán las listas rectifi- 
cadas. 

Art. 22. El padrón es un instrumento solemne, público 
y fehaciente, que sirve para todos los efectos administra- 
tivos. 

Art. 23. Los Ayuntamientos remitirán á la Diputación 
en el último raes de cada año- económico un resumen del 
número de vecinos, domiciliados y transeúntes, clasificado 
en la forma que para el censo de población determine el 
Gobernador general de la isla. 

CAPÍTULO IV. 

De los derechos y de las obligaciones^ de los Mbitantes 
en los términos mmiicipales. 

Art. 24. Todo el que recurra á la Autoridad municipal 
tiene derecho á exigir de la misma un resguardo , en el 
cual se haga constar la demanda ó la queja, y la fecha y la 
hora en que hubieren sido producidas. 

Art. 25. Todos los habitantes de un término munici- 
pal tienen acción y derecho para reclamar contra los acuer- 
dos de los Ayuntamientos, así como para denunciar y per- 
seguir criminalmente á los Alcaldes, Regidores y Vocales 
de la Asamblea de asociados en los casos , tiempo y forma 
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que prescriben las disposiciones de esta ley y las del Real 
decreto y reglamento de 1% de Setiembre de 1868. 

Art. %6. Todos los vecinos de un pueblo están sujetos 
á las cargas que para los servicios municipales y provin- 
ciales se impongan en la forma y proporción que deter- 
mina esta ley. 

Si el pueblo tuviere bienes de aprovechamiento comu- 
nal, se observarán para su arreglo y distribución anual las 
disposiciones contenidas en. el art. 75 de la ley vigente en 
la Península. 

El régimen, aprovechamiento y conservación de los 
montes municipales se sujetarán á la legislación del ramo. 

Art. £7. Para cuanto se reñere á la administración eco- 
nómica municipal y á los derechos y obligaciones que de 
ella emanan respecto á los residentes, tendrán la considera- 
ción de propietarios por las fincas que labren, ocupen ó ad- 
ministren los siguientes: 

i.** Los administradores, apoderados ó encargados de 
los propietarios forasteros, sin perjuicio de los casos si- 
guientes, ya sea que por cuenta y en nombre de estos se 
hallen al frente de algún establecimiento agrícola, indus-, 
trial ó mercantil abierto en el distrito, ó ya se limiten á 
la cobranza y recaudación de rentas. 

%,^ Los colonos, arrendatarios ó aparceros de fincas rús- 
ticas, residan ó no en el distrito los propietarios ó admi- 
nistradores. 

3.* Los inquilinos de fincas urbanas cuando estuvie- 
ren arrendadas á una sola persona, y su dueño, adminis- 
trador ó encargado no residiere en el distrito. 

Art. %8. Los extranjeros gozarán de los derechos que 
les correspondan por los Tratados ó por la ley especial de 
extranjería. 



TITUIiO U. 

DEL GOBIERNO T ORGANIZACIÓN DE LOS MUNICIPIOS. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

De ¡4)8 Ayuntamientos y de las Juntas municipales. 

Art. 9Q. Eq todo térmiao habrá un Ayuntamiento y 
una Junta municipal. 

Art. 30. El Gobierno interior de cada término munici - 
pal será encomendado á un Ayuntamiento compuesto de: 
Alcalde. 
Tenientes. 
Regidores. 

El Ayuntamiento será elegido por los residentes en el 
término que tengan derecho electoral según el art. 40, y 
en la forma que determinen las leyes. 

Art. 81. La formación de los presupuestos correspon- 
derá á los Ayuntamientos, y su aprobación á las Juntas 
municipales. También pertenece á estas el establecimiento 
y creación de arbitrios en el tiempo y forma que esta le^ 
ordena. 
Art. 8S. La Junta municipal estará compuesta : 
1.* De todos los individuos que debe tener el Ayun^ 
tamiento. 

4.* De un número de Vocales asociados igual al de 
Concejales. 

Esta Asamblea será designada en la forma que expresa 
ei capitulo III de este título II. 

Art. 33. La revisión y censura de las cuentas de los 
Ayuntamientos corresponderá á las Juntas municipales. 

CAPÍTULO II. 
De la organización ie los Ayuntamientos. 

Art. 34. £1 censo de población determina el número 
de Concejales correspondiente á cada Municipio y su di vi- 



sioD en Tenieates de Alcalde y Regidores: el número de 
Tenientes detennina el de los distritos en qae se divide 
cada término, y el número de residentes en cada uno de 
estos distritos determina el número de barrios, de Colegios 
electorales y de secciones de cada Colegio, todo conforme 
á los siguientes artículos. 

Apt. 33. El número de Concejales, distritos y Colegios 
se ajustará á la siguiente escala: 
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De SO.OOÚ residentes en adelante no se, hará más va- 
riación que la do aumentar nn Regidor por cada 9.000 
hasta que el Ayuntamiento llegue al númfiro máximo de 
30 Concejales. 

Los distritos en que se divida cada término serán 
próximamente iguales en número de habitantes. 
Art. 36. Cada distrito se dividirá en barrios cuando 
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por el número de sus habitantes, ó por circunstancias lo- 
cales, asi lo exigiese el buen servicio municipal. 

Los barrios de cada distrito serán próximamente igua- 
les en población, y cada barrio quedará comprendido en un 
solo distrito. 

Todo arrabal separado del casco de la población , asi 
como cualquiera otra parte del término municipal apar- 
tada del mismo casco, ha de constituir barrio, sea la que 
fuere su población. 

En cada barrio habrá un Alcald» del mismo, nombrado 
por el Alcalde de entre los electores que tengan su resi- 
dencia fija en la demarcación. 

El Alcalde podrá separar libremente á los Alcaldes de 
barrio. 

En los pueblos á que se refiere el capitulo II del titu- 
lo III de esta ley, desempeñarán las funciones de Alcalde 
de barrio los Presidentes de las Juntas, que deben elegirse 
como previene el mismo capituló ; y no podrán ser remo- 
vidos sino por las causas que so expresan en esta ley para 
los Tenientes de Alcalde. 

Art. 37. Los términos municipales se dividirán en tan- 
tos Colegios electorales como el Ayuntamiento crea con- 
veniente, con tal que no sean menos que el número de Te- 
nientes de Alcalde, y que un mismo Colegio no forme 
parte de diferentes distritos. En los pueblos que no exce- 
dan de 800 vecinos se constituirá una sola mesa. 

El Ayuntamiento podrá dividir los Colegios en tantas 
secciones como sea necesario para facilitar la libre emi- 
sión del sufragio, siempre que el número no exceda del de 
Alcaldes de barrio. 

Los grupos de población rural que, según esta ley, de- 
ben formar barrios, constituirán sección si excedieren de 
800 vecinos. * 

Art. 38. La primera división del término en distritos, 
barrios. Colegios y secciones se hará en conformidad á las 
siguientes reglas; 

1.* El Ayuntamiento acordará la división y la hará pú- 
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blica en la Gaceta de la Habana y por medio de los perió- 
dicos oficiales de la provincia y de la localidad, ó por edic- 
tos en su defecto. 

%.* Los vecinos y domiciliados del término pueden ha- 
cer dentro del mes siguiente, á contar desde la fecha de la 
publicación del acuerdo, las reclamaciones que contra este 
creyeren oportunas. 

3.' Si no hubiere reclamación alguna, el acuerdo será 
ejecutivo finalizado el plazo antedicho: si las hubiere, el 
Ayuntamiento las exaAinará y remitirá informadas, jun- 
tamente con la copia certificada del acuerdo de división, al 
Gobernador de la provincia dentro de los quince dias si- 
guientes á la espiración del plazo. 

4* El Gobernador, oida la Diputación, que examinará 
los antecedentes y reclamaciones, resolverá lo que proceda 
en cuanto á los puntos á que estas se contraigan, y comu- 
nicará su acuerdo dentro de un mes desde que le fuere re- 
mitido el expediente. 

Art. 39. Hecha la división de un término municipal 
conforme á las prescripciones de esta ley, no podrá alte- 
rarse hasta pasados dos años por lo menos, y sólo en el 
caso de que por el trascurso del tiempo no corresponda á 
las condiciones y circunstancias anteriormente expresa- 
das, y nunca en los tres meses que precedan á cualesquiera 
elecciones ordinarias. 

El expediente de variación dará principio por inicia- 
tiva del Ayuntamiento, y seguirá los mismos trámites ex- 
presados en el artículo anterior. 

Art. 40. Serán electores los que determine la ley 
Electoral. 

Art. 41. Serán elegibles los electores qué, además de 
llevar cuatro años por lo menos con residencia fija en el 
término municipal, reúnan las condiciones y cualidades 
que se determinen por la ley Electoral. 

Art. 42. Se procurará que á cada Colegio electoral cor- 
responda elegir cuatro Concejales) ó el número que más á 
este se aproxime, 
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Cada elector votará únicamente dos Concejales cuando 
hayan de elegirse tres en el Colegio electoral; tres cuando 
cuatro; cuatro cuando seis, y cinco cuando siete. 

Promulgada esta ley, se procederá á formar las listas 
electorales con arreglo á lo prevenido en los párrafos ante- 
riores, sujetándolas en su formación, plazos y demás re- 
quisitos y trámites á lo que determine la ley Electoral. 

Art. 43. En ningún caso pueden ser Concejales: 

1.* Los Diputados provinciales ó á Cortes y los Sena- 
dores. 

3.* Los Jueces de paz , Notarios y otras personas que 
desempeñen cargos públicos declarados incompatibles con 
el de Concejal por leyes especiales. 

3.' Los que desempeñen funciones públicas retribuidas, 
aun cuand(» hayan renunciado el sueldo. Los Catedráticos 
de Universidad ó de Instituto podrán ser Concejales en las 
poblaciones donde desempeñen sus destinos. 

4' Los que directa ó indirectamente tengan parte en 
servicios, contratas ó suministros dentro del término mu- 
nicipal por cuenta de su Ayuntamiento, de la provincia ó 
delEstado. 

5." Los deudores como segundos contribuyentes á los 
fondos municipales, provinciales ó generales, contra quie- 
nes se haya expedido apremio. 

6.® Los que tengan contienda administrativa ó judicial 
pendiente con el Ayuntamiento ó con los establecimientos 
que se hallan bajo su dependencia ó administración. 

Para el desempeño de los cargos de Teniente de Alcalde 
ó Síndico se necesita saber leer y escribir. 
Pueden excusarse de ser Concejales: 

!.• Los mayores de sesenta años y. los físicamente im- 
pedidos. 

9,!" Los que hayan sido Senadores, Diputados á Cortes, 
Diputados provinciales y Concejales, hasta dos años des- 
pués de haber cesado en sus respectivos cargos. 

Los Concejales cesarán en sus cargos si dejaren de te- 
ner las condiciones que marca esta ley. 
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Cada Colegio nombrará el número de Concejales que le 
corresponda proporcionalmente al de sus electores. 

Las secciones de cada Colegio votarán el mismo núme- 
ro de Concejales señalados á este. 

Art. 44. Las elecciones municipales se harán en la pri- 
mera quincena del undécimo mes del año económico. 

Art. 45. Los Ayuntamientos se renovarán por mitad de 
dos en dos años, saliendo en cada renovación los Conceja- 
les más antiguos. 

En los casos de renovación ordinaria ó extraordinaria, 
la elección de los Concejales se hará por los mismos Cole- 
gios electorales que hubieren hecho la de los salientes. 

Art. 46. Se procederá á la elección parcial cuando me- 
dio año antes, por lo menos, de las elecciones ordinarias 
ocurran vacantes que asciendan á la tercera parte del nú- 
mero total de Concejales. 

Si las vacantes ocurrieren después de aquella época y 
ascendieren al número indicado, serán cubiertas interina- 
mente hasta la primera elección ordinaria por los que el 
Gobernador designe de entre los que en épocas anteriores 
hayan pertenecido por elección al Ayuntamiento. 

Art. 47. Los Ayuntamientos darán cuenta de las ante- 
dichas vacantes al Gobernador, el cual, en el preciso tér- 
mino de 10 dias mandará proceder á la elección dentro de 
un plazo que no baje de 15 ni exceda de SO, contados des- 
de que el acuerdo sea comunicado al Ayuntamiento res- 
pectivo. 

Art. 48. Para los efectos de esta ley, en cuanto al turno 
de salida, serán considerados los electos , en caso de vacan- 
tes, como los Concejales á quienes reemplacen, 

Art. 49. Los Alcaldes serán nombrados por el Gober- 
nador general de entre los Concejales de los Ayuntamien- 
tos respectivos, á propuesta en terna de las mismas Corpo- 
raciones. 

Cuando el Gobernador general crea conveniente á los 
intereses de la localidad no aceptar ninguno de los pro- 
puestos, podrá nombrar Alcalde á persona que reúna con- 

8 
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dicioneS para el desempeño del cargo, aunque no perte - 
nezca al Municipio. 

Asimismo podrá el Gobernador general separar á los 
Alcaldes cuando considere que existe causa justa para ello. 
Los Alcaldes disfrutarán el haber que se les señalare^ 
con cargo al presupuesto municipal. 

Art. 50. Los Tenientes de Alcalde serán nombrados en 
igual forma que los Alcaldes; pero en ningún caso podrá 
recaer el nombramiento en quien no sea Concejal. El Go- 
bernador general puede acordar su remoción y reemplazo 
por otros Conce'Jales. 

Art. 51. Los Alcaldes se presentarán sin pérdida de 
tiempo en el Ayuntamiento, reunido al efecto , y recibirán 
la posesión del que cesare ó desempeñare interinamente el 
cargo. 

Art. S2. Cuando haya de constituirse la Corporación 
municipal, el Alcalde la convocará al efecto y dará la po- 
sesión á los Tenientes de Alcalde y Concejales. El Presi- 
dente é individuos del Ayuntamiento anterior concurrirán 
á este acto para recibir á los nuevos Concejales, y se reti- 
rarán después de quedar estos instalados en sus cargos. 

Art. 53. Constituido el nuevo Ayuntamiento, y bajo la 
presidencia del Alcalde, procederá á la elección de uno ó 
dos Concejales, que con el nombre de Procuradores síndi- 
cos representen á la Corporación en todos los juicios que 
debe sostener en defensa de los intereses del Municipio, y 
revisen y censuren todas las cuentas y presupuestos lo- 
cales. 

La elección será secreta y por papeletas que se deposi - 
taran en una urna; y quedarán elegidos los que obtengan 
la mayoría absoluta del número total de individuos pre- 
sentes. En caso de empate decidirá la suerte. 

Art. 54. Inmediatamente señalará el Ayuntamiento los 
dias y horas en que haya de celebrar sus sesiones ordina- 
rias, que no serán menos de una por semana, con lo cual 
se dará por terminada la sesión inaugural 

Art. 55. En el mismo dia el Alcalde nombrará de en- 
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tre los electores á los Alcaldes de barrio. Los non^rados 
desempeñarán el cargo de Alcaldes de barrio hasta la próxi- 
ma renovación de Aymitamiento, si antes no fuesen sepa- 
rados por el Alcalde. 

Art. S6. El Alcalde dará conocimiento á la Corporación 
municipal en la sesión inmediata de los nombramientos 
de Alcaldes de barrio á que se refiere el artículo anterior, 

Art. 57. . En la segunda sesión fijará el Ayuntamiento 
el número de Comisiones permanentes en que ha de divi- 
dirse, confiando á cada una todos los negocios generales de 
uno ó más ramos de los que la ley pone á su cargo, y de- 
terminando el número de individuos de que han de com- 
ponerse. » 

Tomado el acuerdo, se procederá inmediatamente á la 
elección de personas en votación secreta y por papeletas, 
quedando elegidos los que obtuvieren mayor número de 
votos, y decidiendo la suerte en caso de empate. 

Art. 58. En el trascurso del año podrá nombrar el 
Ayuntamiento, cuando lo estime conveniente, Comisiones 
especiales que serán elegidas como las permanentes, pero 
cesarán concluido que sea su encargo. 

Cuando un Teniente de Alcalde ó Síndico fuere electo 
para una Comisión, será su Presidente. 

Art. 59. Los Concejales y los individuos de la Asam- 
blea de Vocales asociados son reelegibles. 

Dejarán de serlo si incurrieren en alguno de los casos 
de incompatibilidad. 

Art. 60. La investidura de Teniente de Alcalde ó Sín- 
dico y los cargos de Concejales, de Vocales asociados y de 
Alcaldes de barrio son gratuitos, obligatorios y honorí- 
ficos. 

Los Tenientes de Alcalde y Regidores no tendrán como 
tales tratamiento alguno especial. 

El Alcalde, los Tenientes y los Alcaldes de barrio usa- 
rán, como símbolo de su autoridad, las insignisis que el re- 
glamento determine. 
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CAPITULO III. 
Be la organización de la Jtmta munieipal. 

Art. 61. La Junta municipal se compone del Ayunta- 
miento y de los Vocales asociados en número igual al de 
Concejales, designados de entre los contribuyentes del 
distrito. 

Art. 6%. Pueden ser designados para este objeto todos 
los vecinos que hayan de contribuir por repartimiento á 
sufragar las cargas municipales; y donde no hubiere re- 
partimiento, los que paguen contribución territorial y so- 
bre la industria, comercio y profesiones. . 

Quedan, sin embargo, exceptuados los que no tengan 
capacidad para ser Concejales, los que lo fueren ¿ la sazón, 
sus asociados y sus parientes dentro del cuarto grado, y los 
empleados y dependientes del Ayuntamiento. 

£n los pueblos que no excedan de %.000 habitantes la 
exclusión por parentesco se limitará al segundo grado. 

Art. 63. La designación se hará por sorteo entre los 
contribuyentes repartidos en secciones, en conformidad á 
las reglas siguientes: 

1 .^ El número de secciones será determinado en una de 
las cuatro primeras sesiones del año por cada Ayuntamien- 
to, en conformidad al vecindario del pueblo y á la cuantia 
y clase de riqueza del mismo, no siendo en ningún caso 
menor que el de la tercera parte de los Concejales. 

%.* Ingresarán en cada sección los vecinos ó hacenda- 
dos cuyas profesiones ó industrias tengan entre sí más 
analogía con arreglo á las agremiaciones y clasificaciones 
para el pago de las contribuciones directas , de suerte que 
los individuos de una misma clase contributiva no formen 
parte de secciones diferentes. Los vecinos que contribu- 
yan por más de un concepto, ó acumulen dos ó más in- 
dustrias, ingresarán en una sección á su elección. 

8.* En las poblaciones donde no se pueda hacer dis- 
tinción de clases por ser uniforme el concepto oontributi- 
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vo de sus habitantes , ó no tener ramos industriales cuya 
importancia exija la formación de una sección especial, 
el repartimiento de estas tendrá lugar por calles, barrios ó 
parroquias. 

Esto mismo se verificará cuando alguna de las seccio- 
nes formadas según la regla anterior resultare tan nume- 
rosa que comprenda por sí sola el cuarto de los Vocales 
asociados de la Junta municipal. 

4.* A cada sección se designará el número de Vocales 
ó asociados que corresponda en proporción al importe de 
las contribuciones que paguen todos sus individuos. 

Art. 64. El Ayuntamiento, antes de finalizar el primer 
mes de cada año económico , publicará el resultado de la 
formación de secciones , contra el cual puede reclamar 
cualquiera interesado en término de ocho dias para ante la 
Diputación provincial. 

La Diputación resolverá necesariamente dentro de los 
15 dias siguientes, y su acuerdo será ejecutivo en los dos 
años sucesivos. 

Art. 65. Ultimada asi la formación de secciones, el 
Ayuntamiento, en sesión pública, anunciada con dos dias 
de anticipación en la forma ordinaria, y una hora antes, en 
el mismo dia, á toque de campana, procederá al sorteo de 
los Vocales asociados entre las secciones, y hará inmedia- 
tamente publicar el resultado. 

La Junta deberá quedar definitivamente constituida 
dentro del segundo mes del año económico. 

Los elegidos d^mpeñarán su cargo durante todo el 
respectivo año económico. 

Art. 66. El Ayuntamiento admitirá y resolverá en tér- 
mino de ocho dias las excusas y oposiciones , procediendo 
á nuevo sorteo, si hubiere lugar, sin perjuicio del recurso 
de alzada para ante la Diputación provincial. 

Art. 67. Cuando ocurra una vacante en el número de 
Vocales asociados, se procederá al nuevo sorteo con las 
formalidades del art. 65, á fin de que siempre esté completo 
su número. 
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. TITUJLO lU. 

DE LA ADlCnaSTRAClON MUNICIPAL. 

CAPÍTULO PRIMERO. 
De loa atribuciones de los Ayuntamientos. 

Ari 68. Los Ayuntamientos son Corporaciones econó- 
mico-administrativas, y sólo pueden ejercer aquellas fun- 
ciones que por las leyes les están cometidas. 
Su tratamiento es el impersonal. 

Art. 69. Es de la competencia de los Ayuntamientos el 
gobierno y dirección de los intereses peculiares de los pue- 
blos con sujeción á las leyes, y en particular cuanto tenga 
relación con los objetos siguientes: 

i."^ Establecimiento y creación de servicios municipa- 
les referentes al arreglo y ornato de la via pública , como- 
didad é higiene del vecindario, fomento de sus intereses 
materiales y morales y seguridad de las personas y pro- 
piedades, á saber: 

1. Apertura y alineación de calles y plazas y de toda 
clase de vias de comunicación. 

S. Empedrado, alumbrado y alcantarillado. 

8. Surtido de aguas. 

4 Paseos y arbolados. 

5. Establecimientos balnearios, lavaderos, casas de 
mercado y mataderos. 

6. Ferias y mercados. 

7. Instituciones de instrucción y servicios sanitarios. 

8. Edificios municipales , y en general todo género de 
obras públicas necesarias para el cumplimiento de los ser- 
vicios, con sujeción á la legislación especial de Obras 
públicas. 

9. Vigilancia y guardería. 

%.** Policía urbana y rural; ó sea cuanto tenga relación 
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con el buen orden y vigilancia de los servicios mnnicipa - 
les establecidos, cuidado de la via pública en general, y 
limpieza, higiene y salubridad del pueblo. 

3."^ Administración municipal; que comprende el apro- 
vechamiento, cuidado y conservación de todas las fincas, 
bienes y derechos pertenecientes al Municipio y estableci- 
mientos que de él dependan , y la determinación , reparti- 
miento, recaudación, inversión y cuenta de todos los arbi- 
trios é impuestos necesarios para la realización de los ser- 
vicios municipales. 

Es obligación de los Ayuntamientos la composición y 
conservación de los caminos vecinales. En cuanto á los ca- 
minos rurales, los Ayuntamientos obligarán á los interesa- 
dos en los mismos á su reparación y conservación. 

Para lograr tan útiles objetos acordarán los medios en 
jimta de asociados para los vecinales y en junta de inte- 
resados para los rurales. 

Los Gobernadores velarán por el cumplimiento de esta 
parte tan interesante de la administración, en virtud de 
las facultades que les conceden las leyes. 

Art. 70. Es obligación de los Ayuntamientos procurar 
por sí ó con los asociados, en los términos que más ade- 
lante se expresarán, el exacto cumplimiento, con arreglo á 
los recursos y necesidades del pueblo, de los fines y servi- 
cios que, según la presente ley, están cometidos á su acción 
y vigilancia, y en particular de los siguientes: 

!.• Conservación y arreglo de la via pública. 

8.* Policía urbana y rural. 

3.' Policía de seguridad. 

4.* Instrucción primaria. * 

5.* Administración, custodia y conservación de todas 
las fincas, bienes y derechos del pueblo. 

6.^ Instituciones de Beneficencia. 
Los acuerdos municipales relativos á ferias y mercados, 
vigilancia, policía de seguridad, instrucción primaria é 
institutos de beneficencia > necesitan la aprobación previa 
d^l Gobernador, 
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En los asuntos que no sean de su competencia están 
igualmente obligados á auxiliar la acción de las Autori- 
dades generales y locales para el cumplimiento de aquella 
parte de las leyes que se refiera á los habitantes del tér- 
mino municipal ó deba cumplirse dentro del mismo, ¿cu- 
yo efecto procederán en conformidad á lo que determinen ^ 
las mismas leyes y los reglamentos dictados para su eje- 
cución. 

Art. 71 . Para el cumplimiento de las obligaciones de los 
Ayuntamientos, corresponden á estos muy especialmente 
las atribuciones siguientes: 

1/ Formación de las Ordenanzas municipales de poli- 
cía urbana y rural. 

%/ Nombramiento de sus empleados y agentes en todos 
los ramos, conforme á esta ley y á otras especiales. 

Los agentes de vigilancia municipal que usen armas 
dependerán exclusivamente del Alcalde en su nombra- 
miento y separación. 

3.^ Establecimiento de prestaciones personales. 

Art. 7S. Las Ordenanzas municipales de policía urbana 
y rural que los Ayuntamientos acuerden para el régimen 
de sus respectivos distritos no serán ejecutivas sin la apro- 
bación del Gobernador, de acuerdo con la Diputación pro- 
vincial. 

En caso de discordia, si el Ayuntamiento insiste en su 
acuerdo, la aprobación en los puntos á que aquella se re- 
fiera corresponde al Gobernador general, previa consulta 
al Consejo de Administración. 

Ni en ellas ni en los reglamentos y disposiciones que 
los Ayuntamientos formaren para su ejecución se contra- 
vendrá á las leyes generales del país. 

Art. 73. Las penas que por infracción de las Ordenan- 
zas y reglamentos impongan los Ayuntamientos sólo pue- 
den ser multas que no excedan de 50 pesetas en las capi- 
tales de provincia y localidades de igual población, %8 en 
las del partido y pueblos de 4.000 habitantes, y 18 en los 
restantes, con el resarcimiento del daño causado é indem- 



nizacion de gastos, y arresto de un día por daro en caso de 
insolvencia. 

Para la exacción de estas multas se procederá en con- 
formidad á lo dispuesto en los artículos 181, reglas 1.*,%/ 
y 3/, 182 y 184. El Juez de paz desempeñará las funciones 
que en el art. 184 se encomiendan al de primera instancia. 
Contra la imposición gubernativa puede el multado re- 
clamar ante el Ayuntamiento, y entablar en su caso el re- 
curso á que se refiere el art. 183. 

Art. 74. Es atribución de los Ayuntamientos el nom- 
bramiento y separación de todos los empleados y depen- 
dientes pagados de los fondos municipales y que sean ne- 
cesarios para la realización de los servicios que están á su 
cargo, con las excepciones establecidas en esta ley. 

Los funcionarios destinados á servicios provisionales 
tendrán la capacidad y condiciones que en las leyes relati- 
vas á aquellos se determinen. 

Art. 75. La prestación personal se concede como auxi- 
lio para fomentar las obras públicas municipales de toda 
especie: los Ayuntamientos tienen facultad para imponerla 
á todos Iqs habitantes mayores de 16 y menores de 50 
años, exceptuando los acogidos en los establecimientos de 
caridad, los militares en activo servicio y los imposibilita- 
dos para el trabajo. 

El número de dias no excederá de 20 al año ni de 10 
consecutivos, siendo redimible cada uno por el valor que 
tengan los jornales encada localidad. 

Fuera de los casos de obras públicas que en este ar- 
ticulo se expresan, no podrá exigirse prestación ni servicio 
personal de ninguna -clase, incurriendo en responsabilidad 
el Alcalde ó Teniente que así lo hiciere. 

Art. 76. Los Ayuntamientos, con autorización y apro- 
bación del Gobernador, pueden formar entre sí y con los 
inmediatos asociaciones y comunidades para la construc- 
ción y conservación de caminos, guardería rural, aprove- 
chamientos vecinales y otros objetos de su exclusivo inte- 
rés. Estas comunidades se regirán por una Junta, com* 
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puesta de un Delegado por cada Ayuntamiento, presidida 
por un Vocal que la Junta elija. 

La Junta formará las cuentas y presupuestos, que se- 
rán sometidos á las municipales de cada pueblo; y en de- 
fecto de aprobación de todas ó de alguna, al Gobernador, 
que resolverá, oyendo á la Comisión provincial. 

Art. 77. £1 Gobernador general cuidará de fomentar y 
proteger por medio de sus Delegados las asociaciones y 
comunidades de Ayuntamientos para fines de seguridad, 
instrucción, asistencia, policía, construcción y conserva- 
ción de caminos, aprovechamientos vecinales ú otros ser- 
vicios de Índole análoga. Estas comunidades serán siempre 
voluntarias y estarán regidas por Juntas de Delegados de 
los Ayuntamientos, que celebrarán alternativamente sus 
reuniones en las respectivas cabezas de los distritos muni- 
cipales asociados. 

Cuando se produzcan reclamaciones contra la adminis- 
tración de dichas comunidades, serán resueltas por el Go- 
bernador general con audiencia del Consejo' de Adminis- 
tración, salvas siempre las cuestiones de propiedad, que 
quedan reservadas á los Tribunales de justicia. 

Art. 78. Los Ayuntamientos pueden representar acerca 
de los negocios de su competencia al Gobernador, al Gober- 
nador general, al Gobierno y á las Córtrs. 

Fuera del caso en que representen en queja del Alcal- 
de, del Gobernador ó de la Diputación, habrán de hacerlo 
por conducto del primero; del segundo además cuando re- 
presenten al Gobernador general; y de este siempre que se 
dirijan al Gobierno ó á las Cortes. 

Si en el término de ocho dias no dieren curso las dos 
Autoridades primeramente citadas á las representaciones 
de los Ayuntamientos, podrán estos repetirlas en queja di- 
rectamente. 

Si en el término de dos meses no les diere curso el Go- 
bernador general, podrán los Ayuntamientos repetirlas en 
queja al Ministro de Ultramar, ó á las Cortes en su caso. 

Art. 79. Todos los acuerdos de los Ayuntamientos en 
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autos de su oompetencia son ejecutivos, salvo los recursos 
que determinan las leyes. 

Ari 80. Necesitan la aprobación del Gobernador, oida 
la Comisión provincial, para ser ejecutivos los acuerdos 
que se refieran á lo siguiente: 

1.* Reforma y supresión de establecimientos munici- 
pales de beneficencia é instrucción. 

2.* Podas y cortas en los montes municipales con su- 
jeción á las leyes y reglamentos. 

Art. 81. Las enajenaciones y permutas de los bienes 
municipales se acomodarán á las reglas siguientes: 

1.' Los terrenos sobrantes de la via pública y concedi- 
dos al dominio particular, y los efectos inútiles, pueden ser 
vendidos exclusivamente por el Ayuntamiento. 

2/ Los contratos relativos á los edificios municipales, 
inútiles para el servicio á que estaban destinados, y crédi- 
tos particulares ¿ favor del pueblo, necesitan la aprobación 
del Gobernador, oyendo á la Comisión provincial. 

3.^ Es necesaria la aprobación del Gobernador general, 
previo informe del de la provincia y de la Comisión pro- 
vincial, para todos los contratos relativos á los demás bie- 
nes inmuebles y derechos reales del Municipio. 

Art. 8%. Es necesaria la autorización de la Diputación 
provincial para entablar pleitos á nombre de los pueblos 
menores de 4.000 habitantes. 

e1 acuerdo del Ayuntamiento ha de ser tomado en 
todo caso previo dictamen conforme de dos Letrados. 

No se necesita autorización ni dictamen de Letrados 
para utilizar los interdictos de retener ó recobrar, y los de 
obra nueva ó vieja, ni para seguir los pleitos en que el 
Ayuntamiento fuese demandado. 

Art. 83. Siempre que por cualquiera de los casos enu- 
merados en los artículos anteriores sea preciso obtener la 
aprobación del Gobernador de la provincia ó del Goberna- 
dor general, el Alcalde cuidará de remitir los antecedentes 
dentro de un plazo que no exceda de ocho dias, contados 
desde la fecha del acuerdo. 
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Art. 84. Los Ayuntamientos en todos los asuntos que 
según esta ley no les competen y en que obren por dele- 
gación, se acomodarán á lo mandado por las leyes y dis- 
posiciones generales que á ellos se refieran. 

Art. 85. Los Juzgados y Tribunales no admitirán in- 
terdictos contra las providencias administrativas de los 
Ayuntamientos y Alcaldes en los asuntos de su compe- 
tencia. 

CAPÍTULO II. 

De la administración de los pueblos agregados 
aun término municipal 

Art. 86. Los pueblos que, formando con otros término 
municipal tengan territorio propio, aguas, pastos, montes 
ó cualesquiera derechos que les sean peculiares, conserva- 
rán sobre ellos su administración particular. 

Art. 87. Para dicha administración nombrará una 
Junta, que se compondrá de un Presidente y de dos ó cua- 
tro Vocales, elegidos directamente uno y otros por los ve- 
cinos del pueblo y de entre ellos mismos. 

Serán cuatro los Vocales para los pueblos de 60 ó más 
vecinos, y dos cuando sea menor el vecindario. 
ú Art. 88. La elección de Presidente y Vocales indicados 
se hará con arreglo á la ley Electoral, pero en un solo dia 
y sin que trascurran más de ocho desde la posesión del 
Ayuntamiento del término, el cual cuidará de la ejecución. 

Art. 89. Elegidos los tres ó cinco individuos para la 
Junta, corresponderá el cargo de Presidente á quien haya 
obtenido más votos, y si hubiera empate, decidirá la 
suerte. 

Art. 90. Serán tachas para la elección de individuos 
de la Junta, con relación al pueblo respectivo, las mismas 
que establece esta ley para los cargos municipales. 

Art. 91. El Ayuntamiento del término respectivo ins- 
peccionará la administración particular á que se refiere 
este capítulo, bien por su iniciativa, ó ya á solicitud de 
dos ó más vecinos del pueblo interesado. 
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Art. 92. La administración y la inspección expresadas, 
asi como los deberes y las obligaciones de la Junta y de 
sus Vocales, se arreglarán á las prescripciones de la pre- 
sente ley en todo lo que no se halla determinado en este 
capitulo. 

CAPÍTULO in. 

De lox sesiones y del modo de funcionar los Ayu/nkímientos. 

Art. 93. Las sesiones de los Ayuntamientos tendrán 
que ser públicas cuando en ellas se trate de cuentas, pre- 
supuestos y otros objetos relacionados con estos; y se anun- 
ciará en los sitios de costumbre los dias y horas en que 
deban celebrarse. 

Tendrán lugar precisamente, pena de nulidad , en las 
Casas Consistoriales, salvo los casos de fuerza mayor. 

Art. 94 Los Tenientes de Alcalde y Regidores están 
obligados á concurrir puntualmente á todas las sesiones 
ordinarias y extraordinarias, no impidiéndoselo justa cau- 
sa, que acreditarán en su caso. 

La falta de asistencia hace incurrir por cada vez en 
una multa con arreglo á la siguiente escala : 

En los pueblos de 80.000 ó más habitantes , 15 pesetas. 

En los de más de 15.000, 10 pesetas. 

En los de más de 8.000 , 5 pesetas. 

Y en los demás, 2 pesetas. 

Esta disposición es aplicable á los Vocales de la Junta 
municipal; pero las multas, serán por cantidad cuádruple, 
respecto á la primera, y doble de esta respecto á la se- 
gunda. 

Art. 95. Los Alcaldes, Tenientes y Regidores tienen 
todos voz y votos en las sesiones y acuerdos del Ayunta- 
miento. 

Son igualmente responsables por los acuerdos que au- 
toricen con su voto, sin que por ningún concepto les sea 
permitido abstenerse de emitirlo. 
Art. 96. La presidencia del Ayuntamiento corresponde 
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al Alcalde. En su defecto presidirán los Tenientes^ y á fal- 
ta de todos el Regidor decano y los demás por el orden de 
mayor edad. 

El Gobernador preside sin voto cuando asiste á las se- 
siones del Ayuntamiento. 

Art. 97. El Alcalde podrá convocar á sesión extraordi- 
naria cuando lo juzgue oportuno, y debo hacerlo siempre 
que se lo prevenga el Gobernador, ó lo reclame la tercera 
parte de los Concejales. 

Art. 98. En toda convocatoria para sesión extraordi- 
naria se expresarán los asuntos que hayan de tratarse en 
ella, y no podrá el Ayuntamiento ocuparse de ningún otro 
en la misma sesión. 

Las convocatorias se harán con un día de anticipación 
por lo menos, á no ser en los casos de mayor urgencia, y 
quedarán sujetos los acuerdos á ratiñcacion en la sesión 
inmediata. 

Art. 99. Toda sesión con carácter de ordinaria, fuera 
de los dias señalados, conforme al art. 84 de esta ley, así 
* como cualquiera extraordinaria no convocada por el Al- 
calde en la forma y con las circunstancias que previenen 
los artículos anteriores, ó en que se tratare de un asunto 
no anunciado en la convocatoria, es nula y de ningún va- 
lor, y nulos también los acuerdos en ella tomados. . 

Art. 100. Para que haya sesión se requiere la presen- 
cia de la mayoría del total de Concejales que según esta 
ley deba tener el Ayuntamiento. 

Si en la primera reunión no hubiera número suñoiente 
para acordar, se hará nueva citación para dos dias des- 
pués, expresando la causa, y los que concurran pueden to- 
mar acuerdo, cualquiera que sea su número. 

Art. 101. Todo asunto sobre que haya do resolver el 
Ayuntamiento será primero discutido y luego votado. 

Se entiende acordado lo que votaren la mitad más uno 
de los individuos presentes en sesión. 

En caso de empate se repetirá la votación en la sesión 
próxima, ó en la misma si el asunto tuviere el carácter de 
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urgente á juicio del Alcalde ; y si aquel se reprodajere, el 
voto de este será decisivo. Si el Gobernador de la provin- 
cia presidiera accidentalmente, decidirá también el voto 
del Alcalde ó de qnien hiciere sus veces. 

Art. 10%. Las votaciones serán nominales cuando no 
se trate de asuntos relativos á los mismos Concejales ó á 
personas de su familia dentro del cuarto grado, en cuyo 
caso serán secretas, debiendo salir de la sesión mientras se 
discuta y vote el asunto el Concejal interesado. 

Art. 103. De cada sesión se extenderá por el Secretario 
del Ayuntamiento un acta en que han de constar los nom< 
bres del Presidente y demás Concejales presentes, los asun- 
tos que se trataren y lo resuelto sobre ellos, el resultado de 
las votaciones y la lista de las nominales cuando las hu- 
biese. 

Siempre constarán en el acta la opinión de las mino- 
rías y sus fundamentos. 

El acta será firmada por los Concejales que concurrie- 
ron á la sesión; por los presentes cuando se dé cuenta de 
ella, y por el Secretario. 

£1 acta de la sesión inaugural de cada Ayuntamiento 
será firmada por todos los que á ella concurran, expresan- 
do los que no saben firmar. 

. Art. 104. El libro de actas del Ayuntamiento es un 
instrumento público y solemne: ningún acuerdo que no 
conste explícita y terminantemente en el acta á que se 
refiere tendrá valor alguno. 

Este libro estará extendido en papel del sello corres- 
pondiente, y todas sus hojas llevarán la rúbrica del Alcal- 
de y el sello del Ayuntamiento. 

Art. 108. A fin de cada mes en las capitales de provin- 
cia y de partido y pueblos que tengan más de 4000 habi- 
tantes, y de cada trimestre en los demás, se formará por el 
Secretario un extracto de los acuerdos tomados por el 
Ayuntamiento durante el mismo; y aprobado por la Cor- 
poración, se remitirá al Gobernador de la provincia. 

Art. 106. Las reglas anteriores se aplicarán á las actas 
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y sesiones.de la Jnnta municipal. Se llevarán sus actas en 
libros separados de Isis del Ayuntamiento y con análogas 
formalidades, precauciones y requisitos, salvo lo en contra- 
rio dispuesto por esta ley. 

Art. 107. Los trámites de instrucción y discusión no 
servirán nunca de excusa á los Ayuntamientos para dilatar 
el cumplimiento de las obligaciones que las leyes les im- 
ponen. 

CAPÍTULO IV. 

De las funciones administrativas de los Alcaldes, Tenientes, 
Síndicos, Regidores y Alcaldes de barrio. 

Art. 108. El Alcalde Presidente de la Corporación mu^ 
nicipal lleva su nombre y representación en todos los 
asuntos, salvas las facultades concedidas á los Síndicos. 

Art. 109. Corresponde al Alcalde: 

1.* Presidir, con voto, las sesiones y dirigir las discu- 
siones. 

^.* Cuidar, bajo su responsabilidad, de que se cumplan 
por el Ayuntamiento las leyes y disposiciones de sus su- 
periores jerárquicos. 

3." Corresponderse, á nombre del Ayuntamiento, con 
las Autoridades y particulares que fuese necesario. 

Art. 110. Corresponde también al Alcalde, como Jefe 
de la Administración municipal: 

!.• Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos áv\ 
Ayuntamiento cuando fueren ejecutivos y no mediare 
causa legal para su suspensión; procediendo, si fuere ne- 
cesario, por la via de apremio y pago, é imponiendo mul- 
tas, que en ningún caso excedan de las que establece el 
artículo 73, y arresto por insolvencia. 

^.* Suspender la ejecución de los acuerdos del Ayun- 
tamiento en los casos prescritos por los artículos 167 y 168 
de rsta ley. 

3." Trasmitir al Gobernador los acuerdos del Ayun- 
tamiento que requieran la aprobación superior para ser 
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ejecutivos, y publicarlos, ejecutarlos y hacerlos cumplir 
cuando la obtuvieren. 

4.® Dar curso á las exposiciones que los Ayuntamientos 
hicieren, conforme á lo prevenido en el art. 78. 

S.* Dirigir todo lo relativo á la policía urbana y rural, 
dictando al efecto los bandos y disposiciones que tuviere 
por conveniente, conforme á las Ordenanzas y resoluciones 
generales en la materia. 

6.* Dirigir y vigilar la conducta de todos los depen- 
dientes del ramo de policia urbana y rural, castigándoles 
con suspensión de empleo y sueldo hasta 30 días, y propo- 
ner su destitución al Ayuntamiento cuando no pudiere 
acordarla por si mismo. 

7.* Ejercer todas las funciones propias de Ordenador y 
Jefe de la inversión de fondos municipales y su contabilidad. 

8.* Inspeccionar, activar y dirigir en lo económico y 
gubernativo las obras, establecimientos de Beneñcencia y 
de Instrucción pública costeados por fondos municipales, 
con sujeción á las leyes y disposiciones para su ejecución. 

9.* Cuidar de que se presten con exactitud los servicios 
de bagajes, alojamientos y demás cargas públicas. 

iO. Presidir los remates y subastas para ventas, arren- 
damientos y servicios municipales, salvas las disposiciones 
de las leyes. 

i i. Corresponderse con el Gobernador y con las demás 
Autoridades y Corporaciones de la provincia en todos los 
asuntos de su competencia gubernativa y administrativa, 
haciéndolo por conducto de aquel cuando hubiere de en- 
tenderse con los de otras provincias ó con el Gobernador 
general, y desempeñar cuantas funciones le confieran las 
leyes y reglamentos. 

Art. IH. Donde sólo hubiere un Teniente, el Alcalde y 
el Teniente tendrá cada uno á su cargo uno de los distritos 
en que se haya dividido el término municipal. 

Donde hubiere más de un Teniente, los distritos se di- 
vidirán sólo entre los Tenientes. 

Art. 11%. Los Tenientes ejercerán cada uno en su dis** 
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tríto las funciones que la ley atribuye al Alcalde, bajo la 
dirección de este, como Jefe superior de la Administración 
municipal. 

Los Alcaldes de barrio están á las órdenes de los Te- 
nientes, y ejercen la parte de funciones administrativas 
que estos les deleguen. 

Art. i i 3. El Alcalde necesita licencia previa del Gober- 
nador para ausentarse de su distrito; y si al concederla no 
nombrare un Alcalde interino, reemplazará á aquel, du- 
rante su ausencia, el Teniente á quien corresponda, según 
su numeración. 

Los Tenientes y Regidores necesitan licencia del Ayun- 
tamiento para ausentarse de su término por más de ocho 
dias; pero en caso urgente podrá el Alcalde autorizar la 
ausencia de los Tenientes, dando aviso al que haya de 
reemplazarles. 

Aun cuando la ausencia haya de ser menor de ocho 
dias, los Tenientes y Regidores la comunicarán por escrito 
al Alcalde. 

Art. 114. Los Alcaldes de barrio no pueden ausentarse 
nunca del de su cargo por más deS4 horas sin licencia del 
Alcalde, quitn designará persona que los reemplace duran- 
te su ausencia. 

Art. 115. Los Tenientes de Alcalde serán reemplazados 
por el Regidor decano; y los demás SQgun el orden que es- 
tablece el art. 96. 

Art. 116. No pueden los Concejales, sin licencia del 
Ayuntamiento , ausentarse en dia de sesión ordinaria ó 
extraordinaria, ni por más tiempo que el que medie entre 
dos ordinarias. 

Sólo se concederá licencia á la par á la cuarta parte del 
número total de Concejales. 

Art. 117. Los Concejales desempeñarán sus funciones 
dentro del término municipal á que pertenecen, sin que 
para su ejercicio puedan ser obligados á salir de él. 



CAPÍTULO V. 

De los Secretarios de Ayuntamiento. 

Art. 118. Todo Ayuntamiento tendrá un Secretario pa- 
gado de sus fondos. 

El nombramiento corresponde al Gobernador, á pro- 
puesta en tema del Ayuntamiento, previo concurso. 

Art. 119. Para ser Secretario se necesita ser español, 
niayor de edad, estar en el pleno goce de los derechos ci- 
viles y políticos, y poseer los conocimientos de la instruc- 
ción* primaria. 

No pueden ser Secretarios en propiedad ni interina- 
mente: 

!.• Los Concejales del mismo Ayuntamienta 

%.* Los Notarios y Escribanos, en tanto que desempe- 
ñen las funciones propias de estos cargos. 

3.* Los empleados activos de todas clases. 

4.* Los particulares ó facultativos que tengan contra- 
tos ó compromisos de servicios con el Ayuntamiento ó co- 
mún de vecinos. 

5.* Los que directa ó indirectamente tengan parte en 
servicios, contratas ó suministros dentro del Histrito mu- 
nicipal «por cuenta de este ó de la provincia. 

6.* Los que tengan pendiente cuestión administrativa 
ó judicial con el Ayuntamiento, ó con los establecimientos 
que se hallen bajo su dependencia ó su administración. 

7.* Los deudores á fondos municipales como segundos 
contribuyentes. 

El cargo de Secretario es incompatible con todo otro 
cargo municipal. 

Art. 120. Los Alcaldes pueden suspender á los Secre- 
tarios, dando al Gobernador cuenta documentada para su 
conocimiento y aprobación. La destitución será válida 
cuando la acuerden las dos terceras partes de la totalidad 
de los Concejales, en cuyo caso se informará al Goberna- 
dor, remitiéndole copia del acta. 
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El Gobernador, mediando causa graveí podrá también 
Suspender ó destituir á los Secretarios de Ayuntamiento, 
dando parte al Gobernador general. 

Contra el acuerdo del Gobernador en los dos casos ex- 
presados podrá alzarse el interesado . ante el Gobernador 
genecal, quien resolverá oyendo al Consejo de Adminis- 
tración. 

Art. 121. Las obligaciones de los Secretarios de Ayun- 
tamiento son: 

1.* Asistir sin voz ni voto á todas las sesiones del Cuer- 
po municipal para darle cuenta de la correspondencia y de 
los expedientes en la forma y orden que el Presidente se 
lo prevenga. 

%.* Redactar el acta de cada sesión, leerla al principio 
de la siguiente; y aprobada que sea, hacerla trascribir 
llelmepte en el libro destinado al efecto, cuidando de reco- 
ger las ñrmas como previene el art. 103, y estampando la 
suya entera en el lugar correspondiente. 

3.° Preparar los expedientes para los trabajos de las 
Comisiones y la resolución del Ayuntamiento. 

4.* Anotar bajo su firma en cada expediente la resolu- 
ción del Ayuntamiento. 

5.^ Extender las minutas de los acuerdos y resolucio- 
nes del Cuerpo municipal y de las Comisiones en su caso. 

6.* Preparar los expedientes, anotar las resoluciones y 
extender las minutas de los acuerdos del Alcalde cuando no 
hubiere Secretario especial al efecto. 

7.* Certificar de todos los actos oficiales del Cuerpo 
municipal y del Alcalde donde no hubiere Secretario es- 
pecial, y expedir las certificaciones á que hubiere lugar. 

Estas, sin embargo, para ser valederas requieren el 
V.* B.° del Alcalde. 

8.° Dirigir y vigilar á los empleados de la Secretaría, de 
que es Jefe. 

9.* Auxiliar á las Juntas periciales, sin retribución es- 
pecial, en la formación de amillaramientos y repartos. 

10. Cualquier otro encargo que las leyes le atr^uyan 
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ó el Ayuntamiento le confiare dentro de la esfera y ob - 
jeto de su empleo. 

Art 12%. Donde no hubiere Archivero, será cargo del 
Secretario custodiar y ordenar el Archivo municipal. For- 
mará inventario de todos los papeles y documentos, y lo 
adicionará cada año con un apéndice, del cual, asi como 
del inventarío, remitirá copia con el V.^ B.® del Alcalde á 
la Diputación provincial. 

Art. 1%3. En los Ayuntamientos en que no hubiere 
Contador, será cargo del Secretario llevar los registros de 
entradas y salidas de caudales, autorizar los libramientos 
y tomar razón de las cartas de pago. 

Art. 1%4. Los Ayuntamientos pueden imponer á sus 
Secretarios las correcciones disciplinarias que tengan por 
conveniente, dentro de sus facultades, por las faltas ó abu- 
sos que cometieren en el ejercicio de su cargo y no dieren 
lugar á encausamiento criminal. 

Art. 1%5. Los Secretarios de Ayuntamiento lo serán 
del Alcalde; pero en la capital de la provincia y pueblos de 
igual ó mayor número de habitantes el 'Alcalde tiene fa- 
cultad para nombrar un Secretario especial, cuyo sueldo 
será determinado por la Junta municipal. 

Art. 1%6. Los Secretarios de Alcaldía, donde los hubie- 
re, quedarán, en cuanto á responsabilidad, igualados á los 
del respectivo Ayuntamiento, salvas las diferencias consi- 
guientes en la parte de atribuciones. 

Ari 127. El Secretario del Ayuntamiento lo será de la 
Junta municipal. 

TÍTULO IV. 

DE LA HACIENDA MUNICIPAL. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

De los presupuestos municipales. 

Art. 128. Son apHcables á la Hacienda municipal las 
disposiciones del decreto de 12 de Setiembre é instrucción 
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de 4 de Octubre de 1870, dictadas para el résimea de la 
Administración económica y contabilidad de Ultramar. 

El año económico municipal será el mismo que rija 
para los presupuestos y cuentas ¡generales de la Isla de 
Cuba. 

Art. 129. Los Ayuntamientos formarán todos los años 
un presupuesto que comprenda los gastos que por cual- 
quier concepto hayan de hacerse y los ingresos destinados 
á cubrirlos. Al efecto constituirá de su seno una de las Co- 
misiones permanentes de qae habla el art. 57. 

Art. ISO. Los presupuestos anuales ordinarios conten- 
drán precisamente las partidas necesarias, según los recur- 
sos del Municipio, para atender y llenar las obligaciones á 
que se refiere el párrafo primero, art. 70 de esta ley; los 
servicios establecidos de entre los que según el art. 69 sean 
de la competencia de los Ayuntamientos; los gastos que en 
virtud del párrafo segundo deleitado art. 70 expresen cla- 
ra y terminantemente las leyes como obligatorios, y ade- 
más los siguientes: 

1.® Personal y material de las dependencias y oficinas. 

9.^ Pensiones, censos y cargas de justicia que pesen 
sobre los fondos municipales, asi como de deudas reco- 
nocidas y liquidadas y réditos y consecuencias de contratos. 

3.* Fomento del arbolado. 

4* Medios preventivos y de socorro contra incendio, y 
de salvamento en las poblaciones marítimas. 

{$.* Suscricion al Boletín oficial de la provincia en to- 
dos los Ayuntamientos, y á la Gaceta de la Habana en las 
cabezas de partido y pueblos que excedan de 2.000 habi- 
tantes. 

- 6.* Contingente del Municipio en el repartimiento pro- 
vincial. 

7.* Una partida para imprevistos y calamidades públi- 
cas que no exceda del 10 por 100 del presupuesto de 
gastos. 

8.* Las impresiones, anuncios y demás necesario para 
la publicidad de los actos municipales. 
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Art 131. Los gastos comprendidos en los presupuestos 
municipales serán cubiertos con los ingresos, recargos y 
arbitrios autorizados por esta ley y demás disposiciones 
vigentes. 
Art. 13%. Los ingresos serán: 

Rentas y productos procedentes de bienes, derechos ó 
capitales que por cualquier concepto pertenezcan al Mu- 
nicipio ó á los establecimientos de Beneñcencia, Instruc- 
ción y otros análogos que de él dependan. 

Arbitrios é impuestos municipales sobre determinados 
servicios, obras é industrias, así como los aprovechamien- 
tos de policía urbana y rural, y multas é indemnizaciones 
por infracción de las Ordenanzas municipales y bandos de 
policía. 

Un repartimiento general entre todos los vecinos y ha- 
cendados en proporción á los medios ó facultades de cada 
uno, para cubrir los servicios municipales en la totalidad 
ó en la parte á que no alcancen los anteriores recursos. 

Impuestos sobre artículos de comer, beber y arder. 

Los Ayuntamientos de poblaciones mayores de %00.000 
habitantes, si renuncian al repartimiento general , podrán 
acudir á otros impuestos, recargos ó arbitrios además de 
los enumerados en las leyes, con la^probacion del Gobier- 
no, que oirá para concederla «I Consejo de Estado. 

Art. 133. Para el cumplimiento del párrafo segundo 
del artículo anterior, se observarán las reglas siguientes: 

1.* Podrá autorizarse el establecimiento de arbitrios 
solamente sobre aquellas obras ó servicios costeados con 
los fondos municipales, cuyo aprovechamiento no se efec- 
túe por el común de vecinos, sino por personas ó clases de- 
terminadas, siempre que los interesados no le hayan ad- 
quirido anteriormente por título oneroso , así como sobre 
industrias que se ejerzan en la via pública ó en terrenos y 
propiedades del pueblo; entendiéndose que el Ayuntamien- 
to no podrá atribuirse monopolio ni privilegio alguno so- 
bre aquellos servicios sino en lo que sea necesario para la 
salubridad pública. 
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2/ En conformidad á lo dispuesto en el articulo ante- 
rior, puede autorizarse el establecimiento de arbitrios so- 
bre los objetos siguientes: 

Aprovechamiento y abastecimiento de aguas para usos 
privados. 

Alcantarillado. 

Establecimientos balnearios en aguas públicas. 

Guardería rural. 

Establecimientos de enseñanza secundaria , superior ó 
especial. 

Licencias para construcción de edificios. 

Mataderos. 

Puestos públicos y sillas en plazas, calles, ferias, mer- 
cados y paseos. 

Alquiler de pesas y medidas. 

Almotacenía ó repeso. 

Enterramientos en los cementerios municipales. 

Coches de plaza y de servicios funerarios, y carros áe 
trasporte en el interior de las poblaciones. 

Expedición de certiñcaciones por actos del Ayunta- 
miento ó documentos que existan en sus Archivos. 

Parte que concedan las leyes en la expedición de do- 
cumentos de vigilancia, licencias de caza y pesca y de na- 
vegación y flote de los rios, y aprovechamientos de aguas. 

Y los demás análogos. 

8.* En ningún caso pueden ser objeto de arbitrios los 
servicios siguientes: 

Aprovechamiento y abastecimiento de aguas para uso 
comunal. 

Alumbrado público. 

Aceras y empedrados. 

Vigilancia pública. 

Beneficencia. 

Instrucción pública. 

Limpieza, sin perjuicio de los aprovechamientos á que 
diere lugar. 

Y otros de igual naturaleza. 
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4/ Asimismo podrá autorizarse la creación de arbi- 
trios sobre la venta de bebidas espirituosas ó fermentadas» 
bien sea en establecimientos ó puestos fijos, ó bien por 
mercaderes ambulantes, trajinaros ó por los mismos cose- 
cheros ó fabricantes; sobre cafés, fondas, botillerías, posa- 
das, hospederías y otros establecimientos del mismo carác- 
ter; sobre casas de baños; sobre toda clase de espectáculos 
públicos, y sobre juegos permitidos y rifas en la parte que 
las leyes concedan á los Ayuntamientos. 

5/ Los derechos de mataderos se acumularán á los de 
consumos (cuando los hubiere), y no podrán en junto ex- 
ceder del %5 por iOO, de conformidad con el párrafo se- 
gundo, regla 1.* del art. 138. Donde no hubiere sobre car- 
nes derechos de consumo, sólo se impondrá por derechos 
de matanza una cantidad que jamás exceda del 10 por 100 
del valor de la res. 

6.* Los arbitrios expresados en la regla 4.* de este ar - 
ticulo, salvo los relativos á casas de baños, espectáculos 
públicos, juegos y rifas, no serán autorizados en caso de 
existir los impuestos de consumos; pero los establecimien- 
tos enumerados pueden ser en todo caso objeto de un arbi- 
trio especial por razón de vigilancia, que no exceda del 5 
por 100 de la cuota que paguen por contribución directa. 

7.* Los arbitrios sobre industrias que se ejerzan en la 
via pública no existirán cumulativamente con el reparti- 
miento general, sin perjuicio de lo cual las cuotas que por 
este concepto correspondan á los industriales pueden ser 
recargadas con un S por 100 por razón de arriendo ó uso 
de la via. 

8.^ Las cuotas que se impongan á las industrias men- 
cionadas en esta ley, que se hallen incluidas en las tari- 
fas de la contribución industrial, comercio y profesiones, 
no excederán del ^ por 100 de la cantidad señalada en 
estas. 

Y 9.* El pago de multas é indemnizaciones se hará en 
un papel especial que la Hacienda emitirá para el caso, y 
entregará á los Ayuntamientos que lo soliciten , cobrando 

11 
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sobre él, por razón de sello, nn derecho que no exceda del 10 
por 100 de su valor nominal. 

Art. 13i. La creación de cualquiera de los arbitrios que 
quedan expresados se acordará por los Ayuntamientos en 
unión con la Junta de asociados; remitiéndose el expe- 
diente- por conducto del Alcalde al Gobernador, el cual, 
previo informe de la Diputación provincial , lo elevará con 
el suyo al Gobernador general para la resolución que 
proceda. 

Art. 135. Para que pueda autorizarse el repartimiento 
general á que se refiere el párrafo tercero del art. 132, se 
instruirá por el Ayuntamiento un expediente con sujeción 
á las reglas que siguen: 

• 1.* El repartimiento habrá de ser extensivo á las per- 
sonas siguientes, por todas las utilidades que tengan en el 
distrito, sea cual fuere su naturaleza: 

Primero. A los vecinos del distrito municipal. 

Segundo. A los propietarios forasteros que según el ar- 
tículo 27 tengan consideración de Vecinos. 

Tercero. A los que según el mismo articulo tengan el 
concepto y consideración de propietarios. 

Cuarto. A los colonos, arrendatarios ó aparceros de fin- 
cas rústicas que no residan en el distrito. 

Las utilidades que procedan de pensiones, intereses de 
capitales, sueldos ó rentas públicas serán imputadas á sus 
poseedores en el pueblo donde residan. 

Quedan exceptuados del repartimiento los pobres de so- 
lemnidad, los acogidos en los establecimientos de benefi- 
cencia y las clases de tropa' de tierra y mar. 

2.* Para fijar la utilidad imponible de cada contribu- 
yente, se procederá con arreglo á las siguientes bases: 

Primera. A los propietarios de fincas urbanas se les va- 
luará como utilidad imponible el importe de las rentas que 
por este concepto perciban ó las que pudieran percibir, 
atendidas la naturaleza y condiciones de las fincas, si es- 
tán ocupadas por ellos mismos ó por otros que no paguen 
rentas. 
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Segunda. A los propietarios que labran ñucas rústicas, 
ó en su caso los colonos, arrendatarios ó aparceros, se les 
imputará una suma igual á vez y media el importe de la 
renta que produzca la finca ó que pudiere producir, según 
los tipos medios del pueblo si estuviera arrendada. 

Tercera. Cuando los propietarios de las fincas, ya sean 
rústicas ó urbanas, no sean vecinos del distrito, se rebaja- 
rá de la utilidad imponible un quinto de la suma á que 
según las bases anteriores debiera ascender. 

Cuarta. A los que perciban sueldos, pensiones, censos ó 
intereses de cualquiera clase ó procedencia se les valuará 
como utilidad liquida el importe de estas sumas. 

Quinta. A los comprendidos en las tarifas de la*con- 
tribucion industrial, comercio y profesiones, se les valuará 
la utilidad imponible en proporción á la cuota que por ta- 
les conceptos satisfagan, no bajando de cinco ni excedien 
do de veinte veces el importe de la misma cuota con arre- 
glo á las escalas aprobadas para cada clase. 

Sexta. Los jornaleros ó braceros, y en general todos los 
que vivan de un salario eventual, contribuirán en razón de 
la tercera parte de la suma á que según costumbre de cada 
localidad pueda alcanzar por término medio su haber du- 
rante el año. 

Séiima. Cuando no sea posible conocer la utilidad de 
algún vecino, se hará la evaluación sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el art. 27 y regla 3.' de este, teniendo en cuenta 
los signos exteriores de la riqueza, tales como el valor del 
mueblaje, alquiler de la casa, número de criados y otros 
análogos. 

Octava. De la utilidad valuada á cada vecino ó hacen- 
dado se deducirá en todo caso el importe déla contribución 
directa que pague al Estado. 

3.* . La determinación de la utilidad imponible se veri- 
ficará por los mismos contribuyentes reunidos en seccio- 
nes, en la forma que el capitulo III, titulo II de esta ley 
dispone. 

Cada sección formará una relación que comprenda las 
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nulidades de todos sus individuos, procurando especifi- 
car en lo posible la naturaleza y número de los objetos que 
las produzcan. 

Art. 136. Instruido el expediente de la manera expre- 
sada, se remitirá por el Alcalde al Gobernador, que oirá 
antes de resolver á la Diputación provincial. 

La aprobación del Gobernador, conforme con la pro- 
puesta del Ayuntamiento y el dictamen de la Diputación 
provincial, causará ejecutoria. 

En caso de disidencia con alguno de dichos cuerpos se 
remitirá el expediente al Gobernador general, que resolverá 
con audiencia del Consejo de Administración. 

Arf. 137. Aprobado el repartimiento por el Gobernador, 
ó por el Gobernador general en su caso, se procederá á su 
exacción, observándose las siguientes reglas: 

1.* Los individuos de cada sección de contribuyentes, 
procediendo como Síndicos y reunidos con el Ayunta- 
miento, examinarán y comprobarán las relacioaes de uti- 
lidad, resolviendo las reclamaciones á que dieren lugar y 
fijando la cantidad total imponible. 

La Junta repartirá lo que á cada sección corresponda, 
bien sea por el tanto por ciento proporcional á la utilidad 
total valuada, ó por categorías fijas. 

2.* Los Síndicos de cada sección verificarán y comu- 
nicarán el repartimiento á los individuos de la misma. El 
Ayuntamiento resolverá las reclamaciones á que este re- 
partimiento diere lugar. 

3.* Todas las operaciones de evaluación y repartimiento 
serán publicadas en la forma ordinaria, y se comunicarán 
además en la Secretaría del Ayuntamiento á todo intere- 
sado que lo solicitare. 

i} Contra las decisiones del Ayuntamiento y de la 
Junta de Evaluación se establece recurso de agravios para 
ante la Diputación provincial. El recurso habrá de enta- 
blarse dentro de los 15 dias siguientes á la publicación, y 
no obstará para el pago de la cuota repartida ínterin no 
recaiga resolución definitiva. 
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Tanto estas reclamaciones como las que se intenten por 
las operaciones de cada sección, habrán de fundarse en 
hechos concretos, precisos y determinados, aduciendo las 
pruebas necesarias para su justificación. 

5/ El repartimiento comprenderá un tanto de aumento 
que no exceda del 6 por 100 de la cuota total para gastos 
de distribución, cobranza y partidas fallidas. 

Quedan exentos del pago de este aumento los contri- 
buyentes que satisfagan anticipadamente sus cuotas por 
trimestres, semestres ó anualidades, en las Depositarías de 
las respectivas Municipalidades, y se les abonará en el se- 
gundo y tercer caso el tanto por ciento anual que se fije 
por razón del anticipo. 

6.* Los propietarios y los colonos, arrendatarios, apar- 
ceros ó inquilinos arreglarán por medio de contratos par- 
ticulares la proporción en que sobre cada uno ha de pesa-* 
la cuota repartida á estos por razón de las fincas, y la for- 
ma y tiempo de indemnizarse entre si de esta cuota. A 
falta de contrato pueden los inquilinos retener al hacer el 
pago de la renta el importe total, y los colonos, arrenda- 
tarios ó aparceros los dos tercios de la cuota. 

Art. 138. Para el cumplimiento del párrafo cuarto del 
artículo 132 se instruirá expediente, observándose las re- 
glas que siguen: 

1.' El Ayuntamiento y asociados reunidos en junta 
determinarán las especies que han de ser objeto del im- 
puesto de consumos , así como las tarifas por que se ha 
de regir su exacción y la forma en que esta haya de 
hacerse. 

Las tarifas no excederán en ningún caso del 9S por 100 
del precio medio del artículo en la localidad respectiva, 
según su clase. 

2.' El impuesto sólo podrá recaer sobre los frutos ó 
sobre las bebidas que se consuman en cada pueblo, que- 
dando absolutamente prohibido sobre ellos y todos los 
demás cualquier otro impuesto que embarace el tráfico, 
circulación y venta, sean cuales fueren los nombres con 
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que se intentara establecerlos, como derechos de piso ó 
tránsito, venta ó alcabala ú otros semejantes. 

3.* En los paeblos que tengan Aduanas establecidas, 
los artículos extranjeros, una vez nacionalizados por el 
pago de los derechos arancelarios , pueden ser objeto del 
impuesto municipal de consumos, dentro de las prescrip- 
ciones de esta ley y sobre el valor que tengan en la plaza, 
deducido el importe de aquellos derechos arancelarios. 

Art. 139. Instruido el expediente en la forma expresa- 
da, se remitirá. por el Alcalde al Gobernador, el cual, oyen- 
do á la Diputación provincial, lo elevará con su informe al 
Gobernador general para la resolución que proceda. 

Art. 140. Establecido el impuesto de consumos sobre 
cualquiera especie de las aprobadas, corresponde al Ayun- 
tamiento la fijación de las cuotas individuales y su exac- 
ción. El repartimiento comprenderá un tanto de aumento, 
que no excederá del 6 por 100 de la cuota total, para los 
gastos de distribución, cobranza y partidas fallidas. 
^Contra las decisiones del Ayuntamiento y Junta de 
asociados há lugar el recurso de agravios, en la forma y 
manera que determina la regla 4.' del art. 137. 

Art. 141 ; Terminado el año económico, quedan anulados 
los créditos abiertos y no invertidos durante su ejercicio. 
Durante el periodo de ampliación se terminarán las 
operaciones de cobranza de los arbitrios presupuestos y 
las de liquidación y pago de los servicios realizados du- 
rante el año. Las resultas que quedaren después de 'este 
periodo serán objeto de un presupuesto adicional , previas 
las consiguientes liquidaciones, que se terminarán dentro 
del mes siguiente. 

Art. 14%. Cuando para cubrir atenciones imprevistas, 
satisfacer alguna deuda ó para cualquier otro objeto de im- 
portancia no determinado en el presupuesto ordinario sean 
insuficientes los recursos consignados en este, los Ayun- 
tamientos formarán un presupuesto extraordinario en la 
misma forma y por el mismo procedimiento determinado 
para los ordinarios. 



Art. 143. Las deudas de los pueblos que no estuvieren 
aseguradas con prenda ó hipoteca, no serán exigidas á los 
Ayuntamientos por los procedimientos de apremio. 

Cuando algún pueblo fuese condenado al pago de una 
cantidad, el Ayuntamiento, en el término de 10 días des- 
pués de ejecutoriada la sentencia, procederá á formar un 
presupuesto extraordinario, á no ser que el acreedor con- 
venga en aplazar el cobro de modo que puedan consignar- 
se en los presupuestos ordinarios sucesivos las cantidades 
necesarias para el pago del capital y rédito estipulado. 

Art. 144. Si los recursos de que puede disponer el pue- 
blo no fueren suficientes á cubrir sus deudas, ó no creyese 
el Ayuntamiento posible recargar las cuotas impuestas á 
los vecinos, y los acreedores no se conformaren con los 
medios qué se les ofrezcan para solventar sus deudas , se 
remitirá el expediente, por conducto del Alcalde, al Gober- 
nador, que oyendo á la Diputación provincial y á los inte- 
resados, dispondrá lo conveniente para que tengan efecto 
los pagos, sin perjuicio de la competencia de los Tribuna- 
les y Juzgados ordinarios para resolver acerca de la legiti- 
midad y prelacion de los créditos. 

Art. 14S, No pueden ser aplicados al pago y cumpli- 
miento de servicios ú obligaciones permanentes los recur- 
sos procedentes de arbitrios de carácter eventual y transi- 
torio. 

Art. 146. El proyecto de presupuesto, ya sea ordina- 
rio, adicional ó extraordinario, con la censura del Síndico, 
quedará expuesto al público en la Secretaría del Ayunta- 
miento por espacio de 15 dias, desde la fecha en que se 
haga el anuncio en la forma ordinaria. 

Art. 147. El Ayuntamiento formará el presupuesto y 
lo aprobará la Junta municipal, sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el art. 180. 

Art. 148. La Junta municipal se reunirá, previa cita- 
ción y anuncio, en los plazos y forma señalados en el ar- 
ticulo 6». 

Art. 149. Para formar acuerdo es necesario el voto de 
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la mayoria absoluta del total de Vocales que componen la 
Junta. Si no se reúne este número en la primera sesión, se 
procederá á nueva convocatoria para ocho dias después, y 
en ella formará acuerdo la mayoría de los concurrentes. 

En los pueblos menores de 800 habitantes formará 
acuerdo el voto de la mitad más uno de los concurrentes, 
si estos llegan á la cuarta parte por lo menos del número 
total de vecinos que tengan derecho á componer la Junta. 
En caso de no reunirse este número se procederá con arre- 
glo á lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Art. 150. Dentro del segundo mes del año económico 
comunicarán los Alcaldes al Gobernador el presupuesto 
aprobado, á fin de que pueda corregir las extralimitacio- 
nes legales, si las hubiere. 

De los acuerdos del Gobernador podrán alzarse las Jun- 
tas municipales, elevando el recurso al Gobernador para 
que lo remita al Gobernador general, que resolverá sin 
pérdida de tiempo, oyendo previamente al Consejo de Ad- 
ministración. 

Si 15 dias antes de empezar el ejercicio del año econó- 
mico no hubiere resolución del Gobernador general, regi- 
rán los presupuestos aprobados por las Juntas, con las cor- 
recciones introducidas por el Gobernador. Los acuerdos de 
la Junta son también apelables ante el Gobernador cuando 
por ellos se infringiere alguna de las disposiciones de la 
ley, pero sólo en la parte que contuviere la infracción. 

El Gobernador general resolverá sin pérdida de tiem- 
po, oyendo previamente al Consejo de Administración. 

Todos los Ayuntamientos remitirán al Gobernador ge- 
neral, y este al Ministerio de Ultramar, resúmenes de los 
presupuestos de gastos é ingresos definitivamente apro- 
bados. 

Art. 151. El Alcalde podrá autorizar la ejecución, dan- 
do cuenta al Gobernador, y sin perjuicio de los ulteriores 
recursos á que según esta ley hubiere lugar, de los presu- 
puestos formados para atender á las medidas sanitarias de 
absoluta urgencia en las calamidades públicas y obras de 



carácter perentorio, cuando el importe no exceda de 2 pe- 
setas 80 céntimos por vecino ni de la tercera parte del pre- 
supuesto ordinario. 

Art. iüi. Para hacer efectiva la recaudación serán 
aplicables los medios de apremio en primeros y segundos 
contribuyentes, dictados en favor de la Hacienda. 

CAPITULO 11. 

De la recaudación, distríbucicn y cuento de los fondos 

municipales. 

Art. 153. La recaudación y administración de los fon- 
dos municipales está á cargo de los respectivos Ayunta- 
mientos, y se efectuará por sus agentes y delegados. 

Art. 154. La distribución é inversión de los fondos se 
acordará mensualmente por el Ayuntamiento con sujeción 
á los presupuestos. 

Art. 155. La Ordenación de pagos corresponde al Al- 
calde. 

La intervención estará á cargo del Contador, donde le 
hubiere, y en su defecto se ejercerá por un Regidor elegido 
por el Ayuntamiento. 

En las poblaciones cuyo presupuesto de gastos no baje 
de 100.000 pesetas, habrá un Contador de fondos munici- 
pales, nombrado por el Ayunt-amiento entre las personas 
que reunieren las circunstancias que determine un regla- 
mento especial. 

El mismo reglamento dispondrá todo lo referente á las 
clases y sueldo de dichos funcionarios. 

La separación de los Contadores municipales que fueren 
nombrados con arreglo á sus disposiciones corresponderá á 
los Ayuntamientos; pero no será acordada sino por causa 
grave y previo expediente. Los interesados podrán alzarse 
del acuerdo ante el Gobernador, que resolverá oyendo á la 
Comisión provincial. 
Art. 156. Los Ayuntamientos nombran y separan U- 

i» 
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brómente álos Depositarios y agentes para la recaudación 
de todas las rentas y arbitrios del Municipio. 

A las mismas Corporaciones corresponde también seña- 
lar la retribución que aquellos empleados hayan de disfru- 
tar y las fianzas que deban prestar. 

Si en el pueblo no hubiese persona que quiera encar- 
garse de la custodia de fondos, el cargo de Depositario será 
declarado concejil y obligatorio; pero no llevará aneja la 
prestación de fianzas, y los gastos que originare serán de 
cuenta del Municipio. 

Art 1S7. Los agentes de la recaudación municipal son 
responsables ante el Ayuntamiento, quedándolo este en 
todo caso civilmente para el Municipio, caso de negligen- 
cia ú omisión probada, sin perjuicio de los derechos que 
contra aquellos se puedan ejercitar. 

Art. 158. Todos los fondos municipales ingresarán 
precisamente en la Caja del Ayuntamiento, cuyas tres 
fiaves custodiarán el Depositario , el Ordenador y el ínter - 
ventor. 

Art. 159. El Contador ó el Concejal Interventor , auxi- 
liados si fuere necesario por el Secretario y demás depen 
dientes del Ayuntamiento, formarán las cuentas de cada 
ejercicio en las épocas correspondientes, y con los docu- 
mentos justificativos serán sometidas al Ayuntamiento, 
previa censura del Síndico. 

Art. 160. Pijadas definitivamente las cuentas por el 
Ayuntamiento, serán pasadas con el dictamen del Síndico 
y los documentos justificativos para su revisión y censura 
á la Junta municipal. 

Esta, en el primer dia útil del segundo trimestre del 
año económico, se reunirá en la casa de Ayuntamiento, 
bajo la presidencia del Alcalde y asistiendo el Secretario, 
y nombrará una Comisión de su seno para que, exami- 
nando las cuentas , emita su dictamen en término que no 
exceda de 15 dias. 

Durante los 15 dias que precedan á la reunión estarán 
las cuentas de manifiesto en la Secretaria, y cualquier ve- 
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ciño ^uede examinarlas y formular por escrito sus obser- 
vaciones, que serán comunicadas á la Junta. 

Art. 161. Las sesiones que la Junta dedique á la discu- 
sión del dictamen de la Comisión serán presididas por un 
Vocal que la misma elija. 

Art. 16%. Examinadas y discutidas las cuentas, y prac^ 
ticadas cuantas diligencias é informaciones crea necesarias 
la JuQta, se reunirá para acordar y votar por mayoría ab- 
soluta su dictamen definitivo. 

Este dictamen irá suscrito por todos los concurrentes, 
sea cual fuere su opinión particular , que pueden no obs- 
tante salvar por medio de un voto escrito ; el cual, origi- 
nal, quedará unido al expediente, haüiéndose constar así 
en el acta. 

Art. 163. Las Juntas municipales se reunirán en la 
primera quincena de Febrero para revisar y censurar las 
cuentas del año económico anterior en la forma determi- 
nada por los artículos que preceden. 

Art. 164. La aprobación de las mismas, cuando los 
gastos no excedan de 100.000 pesetas , corresponde al Go- 
bernador, oída la Comisión provincial ; y si excediesen de 
esa suma, al Tribunal de Cuentas del Reino, previo infor- 
me del Gobernador y de la Comisión provincial. 

Art. 165. Los Ayuntamientos publicarán al principio 
de cada trimestre un estado de la recaudación é inversión 
de sus fondos durante el anterior. 

En las obras públicas que se hagan por administración 
se publicará semanalmente nota de los gastos causados, 
especificando el pormenor de los jornales, materiales, ven- 
dedores, contratistas, sitio de la obra y demás circunstan- 
cias análogas. 

En la Secretaría estarán de manifiesto todo el año, en 
los días y horas útiles, á cualquier vecino, y con especia- 
lidad á los Vocales asociados de la Junta municipal, las 
cuentas y documentos originales, de las cuales el Ayun- 
tamiento permitirá sacar apuntes y copias. 

Las cuentas cuya data exceda de 100.000 pesetas se- 



rán impresas en extracto qne comprenda el dictamen de 
la Junta y las observaciones del Ayuntamiento, y se pon- 
drán en venta al púbUco. 

Art. 166. Los Ayuntamientos remitirán á los Goberna- 
dores una copia íntegra, certificada por el Secretario, con 
el V.* B.® del Alcalde, de los presupuestos y cuentas defi- 
nitivamente aprobados, con las actas literales de la Junta 
municipal. 

Título v. 

RECURSOS T RESPONSABILIDADES QUE NACEN DE LOS ACTOS 

DE LOS ATUNTAMIENTOS. 

CAPÍTULO PRIMERO. 
fteev/rso8 contra los a>cuerdo8 de los Aytmtamientos. 

Art. 167. Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 110, 
el Alcalde está obligado á suspender por sí y á instancia 
de cualquier residente del pueblo la ejecución de los acuer- 
dos del Ayuntamiento en los casos siguientes: 

1.* Por recaer en asuntos que, según esta ley ú otras 
especiales, no sean de la competencia del Ayuntamiento. 

?.• Por delincuencia. 

La suspensión en uno ú otro caso será razonada, con 
expresión concreta y precisa de las disposiciones legales 
en que se funde. 

^ En los casos de incompetencia, infracción de la ley, 
perjuicio de los intereses generales ó peligro del orden 
público, el Alcalde suspenderá los acuerdos del Ayunta- 
miento, dando cuenta al Gobernador para la resolución 
que proceda. 

Art. 168. El Alcalde suspenderá también la ejecución 
de los acuerdos á que se refiere el párrafo primero del ar- 
ticulo anterior cuando de ella hubiere de resultar perjui- 
cio en los derechos civiles de un tercero, sea ó no residente 
en el pueblo. 

La suspensión en este caso se acordará solamente 
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cuando el interesado lo solicitare, reclamando al mismo 
tiempo contra el acuerdo. 

Art. 169. La reclamación que autoriza el anterior ar- 
tículo se interpondrá ante el Alcalde en el término de 30 
dias, contados desde la publicación del acuerdo. 

El Alcalde, bajo su responsabilidad personal, remitirá 
la alzada con su informe en el término de ocho dias al Go- 
bernador, que resolverá con audiencia de la Comisión pro- 
vincial. 

Art. 170. Los que se crean perjudicados en sus dere- 
chos civiles por los acuerdos de los Ayuntamientos, haya 
sido ó no suspendida su ejecución en virtud de lo dispuesto 
en los artículos anteriores, pueden reclamar contra ellos 
mediante demanda ante el Juez ó Tribunal competente, se- 
quío que, atendida la naturaleza del asunto, dispongan 
las leyes. 

El Juez ó Tribunal que entienda en el asunto puede 
suspender por primera providencia, á petición del intere- 
sado, la ejecución del acuerdo apelado, si ya no lo hubiese 
sido, según lo dispuesto en el art. 168, cuando á su juicio 
proceda y convenga á fin de evitar un perjuicio grave é 
irreparable. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo de 30 
dias después de notiQcado el acuerdo ó comunicada la sus- 
pensión en su caso, pasado el cual sin haberlo verificado 
queda esta suspensión levantada de derecho y consentido 
el acuerdo.' 

Art. 171, Suspendido ó apelado algún acuerdo en vir- 
tud de lo dispuesto en los artículos anteriores, remitirá el 
Alcalde los antecedentes al Gobernador de la provincia en 
el término de ocho dias para los fines á que haya lugar. 

Si la suspensión hubiese tenido efecto mediante el caso 
de delincuencia, el Gobernador pasará los antecedentes den- 
tro del mismo plazo de ocho dias al Juez ó Tribunal. 

Art. 17^. Cuando el acuerdo se refiera á asuntos que 
por esta ley, la provincial ú otras especiales no estén so- 
metidois á las corporaciones ó Autoridades locales, el Go« 
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bernador, oída la Comisión provincial, dejando subsistente 
la suspensión del acuerdo, remitirá el expediente al Gober- 
nador general para su ulterior resolución. 

Art. 173. Cuando el Gobernador general crea que la 
suspensión no procede, la levantará inmediatamente y sin 
otro procedimiento, revocando el acuerda del de la pro- 
vincia. 

En otro caso pasará el expediente al Consejo de Admi- 
nistración, cuyo parecer oido; resolverá lo que proceda. 

También resuelve por sí y bajo su responsabilidad 
cuando la urgencia del asunto no consintiere mayores di- 
laciones. 

La resolución será siempre motivada, y se publicará 
en la Gaceta de la Haiana y en el periódico oñcial de la 
provincia. 

Art. 174. Contra la resolución del Gobernador general 
procede el recurso contencioso-administrativo en la forma 
que las leyes determinan. 

CAPÍTULO II. 

Dependencia y responsabilidad de los Concejales y de sus 

agentes. 

Art. 176. Los Ayuntamientos, los Alcaldes y los Regi- 
dores, en todos los asuntos que la ley no les comete exclu- 
siva é independientemente, están bajo la autoridad y di- 
rección administrativa del Gobernador de la provincia. 

El Gobernador general es el Jefe superior de los Ayun - 
tamientos, y el único autorizado para trasmitirles las dis- 
posiciones del Gobierno que deban ejecutar conforme á 
las leyes. 

Art. 176. Los Ayuntamientos, Alcaldes y Concejales 
incurren en responsabilidad: 

1.* Por infracción manifiesta de ley en sus actos ó 
acuerdos, bien sea atribuyéndose facultades que no les 
competen, ó abusando de las propias* 



%.* Por desobediencia ó desacato á sus superiores je- 
rárquicos. 

3."* Por negligencia ú omisión de que pueda resultar 
perjuicio á los intereses ó servicios que están bajo su 
custodia. 

Art. 177. La responsabilidad será exigible ante la 
Administración ó ante los Tribunales, según la naturaleza 
de la acción ú omisión que la motive, y sólo será extensi- 
va á los Vocales que hubiesen tomado parte en ella. 

Art. 178. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
49 y 50 respecto de los Alcaldes y Tenientes de Alcalde, 
cuando estos ó ios Concejales de un Ayuntamiento se hi- 
cieren culpables de hechos ú omisiones punibles adminis- 
trativamente, incurrirán, según los casos, en las penas de 
amonestación, apercibimiento, multa ó suspensión. 

Art. 179. Procede la amonestación en los casos de 
error, omisión ó negligencia leves, no mediando reinciden- 
cia y siendo de fácil reparación el daño causado. 

Procede el apercibimiento en los casos de reinciden- 
cia en falta reprendida, y en los de extralimitacion de po- 
der y abuso de facultades y negligencia cuyas consecuen- 
cias no sean irreparables ó graves. 

Procede la multa siempre que las leyes y disposiciones 
generales con arreglo á las mismas lo determinen, y en los 
casos de reincidencia en las faltas castigadas con aperci- 
bimiento, y de extralimitacion, abuso de autoridad, negli- 
gencia ó desobediencia graves, que no exijan la suspensión 
ni produzcan responsabilidad criminal. 

Art. 180. El máximum de la cuota de las multas que 
los Gobernadores pueden imponer á los Alcaldes, Tenien- 
tes de Alcalde y Regidores por las faltas en que respecti- 
vamente incurriesen, y según lo prescrito en la presente 
ley, será proporcional al número de Concejales de cada pue- 
blo en la forma siguiente: 
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Número de Goncejalei. Alcaldes. Regidores. 



5á 7 50 pesetas. 10 pesetas 

8 álO 78 id. 1« id. 

lia 14 100 id. «8 id. 

15 4 18 1£5 id. 40 id. 

19 á «i 150 id. 50 id. 



« 



Art. 181. Para la imposición y exacción de multas se 
observarán las reglas siguientes: 

1.' No se impondrá ninguna sin resolución por escrito 
y motivada. 

2.* La providencia se comunicará por escrito al mul- 
tado: del pago se le expedirá el competente recibo. 

3.' Las multas y los apremios fe cobrarán en papel 
del sello correspondiente. 

4.* Las multas serán precisamente pagadas del peculio 
particular de los multados. 

S.* Las multas serán extensivas á todos los individuos 
del Ayuntamiento que, según esta ley, sean responsables 
por el acto ó acuerdo que las motive. 

Art. 18S. Para el pago de toda multa se concederá un 
plazo proporcionado á su cuantía, y que no baje de 10 dias 
ni exceda de 90; pasado el cual procede el apremio contra 
los morosos. El apremio no será mayor de 8 por 100 dia- 
rio del total de la multa, sin que exceda en ningún caso 
del duplo de la misma. 

Art. 183. Contra la imposición de la multa puede el 
interesado reclamar ante el mismo Gobernador, pidiendo 
su alzamiento con las razones que lo justiñqucn. 

Contra la providencia del Gobernador confirmando la 
multa impuesta procede el recurso por infracción de for- 
ma ante el Tribunal contencioso-administrativo con suje- 
ción á las leyes. 

Declarada improcedente la multa en definitiva, se acor- 
dará la devolución de su importe al interesado. 

Art. 184. No se expedirán gubernativamente comisio- 
' pados de ejecución para hacer efectivas las multas. 



Cuando los multados dejasen de satisfacer la malta, 
no obstante el apremio, el Gobernador oficiará al Juez de 
primera instancia del partido expresando la causa que ha 
motivado la imposición de la multa y la cuantía y liqui- 
dación de esta , y requiriendo su autoridad para hacerla 
efectiva. 

El Juez procederá á la exacción por los trámites de la 
yia de apremio. 

Ari 185. Los Gobernadores de las provincias podrán 
suspender á los Alcaldes, dando de ello cuenta razonada 
al Gobernador general en el término de ocho dias. 

El Gobernador general levantará la suspensión ó acor- 
dará libremente la separación del Alcalde, sin ulterior re- 
curso. 

Art. 186. Los Gobernadores podrán asimismo si^pen- 
der á los Tenientes de Alcalde y Regidores cuando come- 
tieren extralimitacion grave con carácter político , y seña- 
ladamente en los casos que siguen: 

1.* Por haber dado publicidad al acto. 

2.* Por excitar á otros Ayuntamientos á comete];}a. 

3.* Por producir alteración en el orden público. 
También podrán acordar la suspensión cuando los Te- 
nientes y los Regidores incurrieren en desobediencia gra- 
ve, insistiendo en ella después de haber sido apercibidos y 
multados. 

Art. 187. La suspensión de los Tenientes y Regidores 
no excederá de cuatro meses. 

Pasado este plazo sin que se hubiese mandado proceder 
á la formación de causa ó á la destitución gubernativa, 
volverán los suspensos al ejercicio de sus funciones, cesan- 
do en ellas los que les hubiesen reemplazado. 

Art. 188. Los Gobernadores de las provincias remiti- 
rán al Gobernador general en el término de ocho dias los 
expedientes de suspensión. 

El Gobernador general, previa consulta del Consejo de 
Administración y sin pérdida de tiempo, levantará la sus- 
pensión ó acordará la destitución gubernativa. 

i3 
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Contra este acuerdo procede el \ recurso contencioso- 
administrativo. 

Art. 189. En el caso de que exista responsabilidad cri- 
minal, el Gobernador general remitirá los antecedentes al 
Juzgado de primera instancia del partido á que correspon- 
da el Ayuntamiento de que aquellos formen parte. 

Los Jueces y Tribunales aplicarán en estos casos las 
disposiciones del Código penal. 

Art. 190. Levantada la suspensión por el Gobernador 
general, conforme al art. 188, ó absueltos los interesados 
de la responsabilidad criminal, volverán á ocupar sus car- 
gos si durante el procedimiento no les hubiese correspon- 
dido cesar en ellos, según el art. 4S , teniendo lugar res- 
pecto á los mismos lo dispuesto en el art. 187. 

Art. 191. Los Concejales destituidos judicial ó guber- 
nativamente estarán inhabilitados para ejercer de nuevo 
el cargo durante seis años al menos. 

Art. 192. Las vaca ites ocurridas en el Ayuntamiento 
por suspensión ó destitución legal de sus individuos serán 
cubiertas en la forma que dispone el art. 46. 

Arí. 193. La suspensión y separación de los Alcaldes 
do barrio corresponde exclusivamente á los Alcaldes. 
La suspensión no excederá de 15 dias. 
Las multas que se les imponga se reducirán á la mitad 
de las que quedan señaladas para los Concejales. 

La responsabilidad criminal en que incurrieren por 
razón de sus actos se hará efectiva ante el Juez de pri- 
mera instancia, conforme á lo dispuesto en el art. 189. 

El alzamiento de la suspensión, ó la absolución judicial 
en su caso, no les da derecho , pero sí les rehabilita para 
ser repuestos en el cargo. 

Art. 194. Todos los agentes del Apuntamiento, por él 
nombrados y pagados, están sujetos á su obediencia, y son 
responsables gubernativamente ante el mismo con suje- 
ción á esta ley , y judicialmente ante los Tribunales por 
los delitos y faltas que cometieren. 

Art. 195. Además de los recursos administrativos es- 
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tablecidos por la presente ley , cualquier vecino ó hacen- 
dado del pueblo tiene acción ante los Tribunales de justi- 
cia para denunciar y perseguir criminalmente á los Al- 
caldes, Concejales y. asociados, siempre que estos en el 
establecimiento , distribución y recaudación de los arbi- 

■ 

trios ó impuestos se hayan hecho culpables de fraude ó de 
exacciones ilegales, y muy especialmente en los casos si- 
guientes: 

!.• Si cualquiera de los Concejales y asociados, en el 
año que lo son, pagan una cuota menor por repartimiento, 
impuesto ó licencia , comparada con el año anterior al 
desempeño de su cargo , siendo igual ó superior la canti- 
dad total repartible, á menos de probar que han sufrido en 
su riqueza disminución bastante á justificar aquella baja. 

8.* Cuando el producto total de los repartimientos y 
arbitrios distribuidos excediese de la cantidad presupuesta 
y 6 por 100 de recargo, autorizado por la regla 5.* del ar- 
tículo 137 de esta ley. 

3." Cuando las cuotas determinadas por los arbitrios 
fuesen superiores á lo que la ley permite. 

4.* Guando establecieren y rédsiudaren cualquiera clase 
de impuestos no comprendidos en el presupuesto. 

Los Tribunales de justicia, una vez probado el hecho, 
y sin perjuicio de lo dispuesto en el Código penal , harán 
las declaraciones siguientes : 

Primer caso. Imposición de doble cuota á los culpa- 
bles. 

Segundo y tercer caso. Anulación del repartimiento 
en lo que exceda á la cantidad autorizada, y devolución de 
las recaudadas, con multa igual al sobrante, mancomuna- 
damente impuesta á los Concejales y asociados culpables. 

Cuarto caso. Anulación del arbitrio impuesto y devo- 
lución de las cantidades recaudadas, con multa igual á su 
importe, exigida en la forma expresada en el caso ante- 
rior. 
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título vi. 

eOBIERlfO POLÍTICO DE LOS DISTRITOS MUNICIPALES. 



CAPITULO ÚNICO. 

Art. 196. El Alcalde es el representante del Gobierno, y 
en tal concepto desempeñará todas las atribuciones que las 
leyes le encomienden, obrando bajo la dirección del Gober- 
nador de la provincia, conforme aquellas determinen, así 
en lo que se refiere á la publicación y ejecución de las le- 
yes y disposiciones generales del Gobierno supremo ó del 
Gobierno general ó del Gobernador de la provincia y Di- 
putación, como en lo tocante al orden público ^ á las de- 
más funciones que en tal concepto se le confieran. 

Art. 197. En todo lo relativo al Gobierno político del 
distrito municipal, la autoridad, deber&s y responsabilidad 
del Alcalde son independientes del Ayuntamiento respec- 
tivo. 

Art. 198. Los l^nientes de Alcalde, en sus secciones 
respectivas, obran siempre por delegación y bajo la direc- 
ción del Alcalde, como representantes del Gobierno, en los 
mismos términos que aquel lo es en el distrito municipal. 

Art. 199. Los Alcaldes de barrio en los suyos respecti- 
vos ejercerán las funciones de gobierno político que, con 
arreglo á las leyes, les delegaren los Alcaldes ó los Tenien- 
tes de Alcalde, conformándose en todo caso con las disposi- 
ciones de los primeros y del Gobernador de la provincia . 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 

1.* Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones 
anteriores relativas ai régimen municipal. 

%.* El Gobierno dictará, con arreglo á esta ley , los re- 
glamentos necesarios para sn ejecncion. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

1/ Se procederá, tan pronto como sea posible, á la reno- 
vación de los Ayantamientos actuales con sujeción á esta 
ley y á la electoral de la Península, dictándose por el Go- 
bernador general las disposiciones qae fueren necesarias al 
efecto. 

?/ En tanto que no se publique la ley electoral á que 
se reñere el art. 40, serán electores los que designa el ar- 
ticulo del mismo número de la ley municipal de la Penín- 
sula como contribuyentes, siempre que vengan pagando la 
cuota de 25 pesetas, y los demás que el citado artículo 
señala. 

Serán elegibles los que determina el art. 41 de la men- 
cionada ley municipal de la Península. 

Madrid *1 de Junio de 1878.=Aprobado por S. M.= 
Eldüaykn. ' 



mSTIRlD m IJlTRiHiR. 



EXPOSICIÓN, 



SEÑOB: La necesidad absoluta de organizar la Admi- 
nistracion civil en consonancia con los trascendentales de- 
cretos que V. M. se ha servido expedir variando el régi- 
men político de la isla de Cuba, es tan evidente, que excusa 
todo razonamiento encaminado á demostrar la precisa 
obligación de proceder á la reforma de la actual plantilla 
de la Secretaria del Gobierno general, y al establecimiento 
de las oficinas de Gobierno en las seis provincias que se 
han creado en aquella Isla. 

Asimiladas estas provincias en cuanto ha sido posible 
¿ las de la Península; planteado en toda la Isla el régimen 
municipal en iguales circunstancias que el provincial, las 
oficinas centrales de Gobierno, Administración y Fomento, 
si bien adquieren la importancia que es inherente á toda 
dependencia que viene á ser el superior jerárquico en los 
asuntos de tan importantes ramos, quedan descargadas de 
un considerable número de negocios que van á tramitarse 
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y resolverse ya por los Municipios, ya por las Diputacio- 
nes, ya también por los Gobiernos de provincia. 

La descentralización que el nuevo modo de ser politico 
y administrativo de Cuba trae como consecuencia inelu- 
dible, exige dotar á cada oficina de los elementos necesa- 
rios para que los servicios se llenen cumplidamente; y á 
este fin conviene reducir dentro de los límites posibles el 
personal de la Secretaría del Gobierno general, y crear Se- 
cretarías en los nuevos Gobiernos de provincia, dotando á 
estas de un número de funcionarios igual al de los Gobier- 
nos civiles de la Península para el ramo de Gobernación, 
agregándose en cada Secretaria dos Oficiales más, que han 
de ocuparse respectivamente de los asuntos de Hacienda y 
de Fomento, en igual forma que se ha hecho durante algu- 
nos años, con buen éxito, en las provincias peninsulares. 

Al verificar el estudio de la organización que ha de 
darse á las oficinas de Gobierno , no sólo se ha tenido en 
cuenta qué elementos habían de allegarse á ellas para es- 
tablecer una Administración ordenada , sino también los 
sacrificios que lleva hechos el país durante la guerra fe- 
lizmente concluida, para no irrogar gastos inútiles y obte- 
ner además alguna economía, que con las que puedan rea- 
lizarse en otros ramos, permita atender á obligaciones de 
diversa índole, que hoy constituyen una pesada carga del 
Tesoro público. 

El coste de las plantillas que se acompañan al adjunto 
proyecto de decreto, asciende en total á la suma de 210.280 
pesos; pero como por virtud de la innovación que se pro- 
pone á V. M. ha de quedar reformada la actual plantilla 
déla Secretaría del Gobierno general, y suprimidas las de 
los Gobiernos de los Departamentos Central, Oriental y de 
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Matanzas, y las Capitanías pedáneas de partido que figu- 
ran en la sección 6/ del presupuesto correspondiente, y en 
junto causan un gasto de 273.943 pesos, se obtendrá una 
economia de 63.693 pesos en sólo este ramo del servicio. 

Por último, se señala á todos los Gobernadores civiles 
la misma categoría administrativa, á semejanza de lo que 
se practica en la Península, estableciendo diferencia ^n los 
sobresueldos según que las provincias sean de primera, 
segunda ó tercera clase, con objeto de que la representa- 
ción del cargo pueda llenarse en todas ellas como es de- 
bido. 

Fundado en estas consideraciones, el Ministro que sus- 
cribe tiene el honor de someter á la aprobación de Y. M. el 
adjunto proyecto de decreto. 

Madrid «3 de Julio de 1878. 



SEÑOR: 
A L. R. P. de V. M., 

^osé Eldiaayeii. 



u 
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REAL DECRETO, 

A propuesta del Ministro de Ultramar, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo !.• La Secretaria del Gobierno general de la 
Isla de Cuba se reorganizará con sujeción á la adjunta 
plantilla, formando parte de ella, además de las tres Seccio- 
nes de Política y Gobierno, de Administración y de Fo- 
mento, el Archivo general. 

Art. %,"* Cada uno de los Jefes de Negociado de la Sec- 
ción de Política y Gobierno, con un Oficial, tendrá á su 
cargo respectivamente la preparación del despacho de los 
asuntos de Orden público. Policía y sus ramos uno; de Ex- 
tranjería, conflictos de atribuciones y competencias otro, 
y de Patronatos, negocios de Gracia y Justicia é inciden- 
cias de Hacienda el restante. 

Art. 3.** Es Jefe privativo de esta Sección el Secreta- 
rio del Gobierno general, al cual corresponde también la 
dirección de todos los negocios que se tramiten en las de- 
más Secciones, siendo por tanto de su cargo el despacho 
con el Gobernador general. 

Art. 4." A la Sección de Administración incumbe la 
preparación del despacho de los asuntos de Ayuntamientos, 
Elecciones, Policía urbana y rural,'Correos, Quintas y Mi- 
licias, Beneficencia, Sanidad y Establecimientos penales. 

Art. S.* La Sección de Fomento preparará el despacho 
de los negocios correspondientes á los ramos de Instruc- 
ción pública, Agricultura, Industria y Comercio, Coloniza- 
ción, Libertos, Emancipados, Estadística^ Obras públicas, 
Montes, Minas y Telégrafos. 
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Art. 6.* Se crea en cada Gobierno civil de las seis pro- 
vincias en que se ha dividido la Isla de Cuba una Secre- 
taria, con el personal señalado en las adjuntas plantillas. 

Art. 7.** De entre los Oficiales adscritos á cada una de 
ellas el Gobernador señalará dos, que se ocuparán respec- 
tivamente de los asuntos de Hacienda y de Fomento. 

Art. 8." Tanto á la Secretaría del Gobierno general 
como á las de los Gobiernos civiles, se agregará el personal 
facultativo necesario para los ramos de Obras públicas, 
Minas, Montes y Telégrafos. 

Art. 9.** Por la Secretaría del Gobierno general, y con 
sujeción alo prevenido en este decreto, se formularán á 
la mayor brevedad los reglamentos para el régimen inte- 
rior de dicha dependencia y de las Secretarías de los Go- 
biernos civiles de provincia. 

Art. 10. Quedan suprimidos los Gobiernos y Secreta- 
rías de los Departamentos Central y Oriental, el Gobierno 
político de Matanzas y las Capitanías pedáneas de partido, 
que venían figurando en la sección 6.* del presupuesto ge- 
neral de gastos de la Isla de Cuba. 

Dado en Palacio á veintitrés de Julio de mil ochocien- 
tos setenta y ocho. 

ALFONSO. 

El Ministro de Ultramar, 
^oué Elduayen. 



i 
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Plántula del personal de la Secretaria del Gobierno general 
de la Isla de Cuba y de los Gobiernos de provincia^ crea- 
dos por Real decreto de 9 de Junio del corriente año, 

SECRETARÍA DEL GOBIERNO GENERAL. 

Sobre- 
sueldo. 8aeIdo. TOTAL. 

P<. fi. Pb. fi. Pi. fi. 
SECCIÓN DE POLÍTICA Y GOBIERNO. ' — — 



Un Secretario, Jefe de Administra- 
ción de primera clase, con 2.000 6.000 8.000 

Tres Jefes de Negociado de tercera 
clase, ¿ 800 pesos de sueldo y 1.500 
de sobresueldo cada uno 2.400 4500 6.900 

Tres Oficiales de Administración de 
la clase de primeros, á 700 y 1.400. 2.100 4.200 6.300 

SECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN. 

Un Jefe de Sección , Jefe, de Admi- 
nistración de tercera clase, con. . . 1.500 2.000 3.500 
Un Jefe de Negociado de segunda 

clase 1000 1.600 2.600 

Uno id. de id. de tercera id 800 1.500 2.300 

Un Oñcial de Administración de Itk 

clase de primeros 700 1.400 2.100 

Uno id. de id. de la de segundos. ... 600 1.200 1.800 

Uno id. de id. de la de terceros 500 1.000 1.500 

Uno id. de id. de la de cuartos 400 900 1.300 

Uno id. de id. de la de quintos 300 8Q0 1.100 

SECCIÓN DE FOMENTO. 

Un Jefe de Sección, Jefe de Adminis- 
tración de tercera clase, con. 1.500 2.000 3.500 

Un Jefe de Negociado de segunda 

clase. , 1.000 1.600 2.600 

Uno id. de id. de tercera 800 1.500 2.300 

Un Oficisl de Administración de la 

clase de primeros j . . 700 1.400 2.100 

Uno id. de id. de la de segundos 600 1.200 1.800 

Uno id. de id, de la de terceros 500 1.000 1.500 

Uno id. de id. de la de cuartos 400 900 1.300 

Uno id. de id. de la de quintos. 300 800 1.100 
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Sobre- 
Saeldo. sueldo. TOTAL. 

Pf. ft, P«. /•. P«. f$. 



GOBIERNO DE LA PROVINCIA 
DE LA HABANA. 

Un Gobernador civil, Jefe de Admi- 
nistración de primera clase, con. . 2.000 
Un Secretario, Jefe de Negociado de 

primera clase 1.200 

Un Oficial primero de Administra- 
ción 700 

Uno id. segundo de id 600 

Uno id. tercero de id 600 

Dos id. cuartos de id., 4 400 y 900. . 800 

Dos id. quintos de id., á 300 y 800. . 600 

Consignación para Escribientes. ... » 

ídem para porteros y sirvientes. ... » 

GOBIERNO DE LA PROVINCIA 
DE SANTIAGO DE CUBA. 

Un Gobernador civil. Jefe de Admi- 
nistración de primera clase, con . . 2.000 
Un Secretario, Jefe de Negociado de 

segunda clase 1.000 

Un Oficial segundo de Administra- 
ción 600 

Uno id. tercero de id * 500 

Dos id. cuartos de id., A 400 y 900. . 800 

Dos id. quintos de id., á 300 y 800. . 600 

Consignación para Escribientes. ... > 

ídem para porteros y sirvientes. ... > 



ARCHIVO GENERAL. 

Un Oficial primero, Archivero, con 700 1.400 2.100 

Uno id. tercero 500 1,000 1.500 

Consignación para Escribientes » » 20.000 

ídem para porteros y sirvientes. . . » » 6.000 



83.200 



6.000 


8.000 


1.800 


3.000 


1.400 


2.100 


1.200 


1.800 


1.000 


1.500 


1.800 


2.600 


1.600 


^¿200 


» 


5.000 


» 


•1 .500 



27.700 



5.000 


7.000 


1.600 


2.600 


1.200 


1.800 


1.000 


1.500 


1.800 


2.600 


1.600 


2.200 


» 


4.000 


» 


1.250 



22.950 
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Sobre- 
Saeldo. sueldo. TOTAL. 

Pí. /*. Pí. ft. Pf. /•. 



GOBIERNO DE LA PROVINCIA 
DE MATANZAS. 



GOBIERNO DE L\ PROVINCIA 
DE SANTA CLARA. 



GOBIERNO DE LA PROVINCIA 
DE PUERTO PRÍNCIPE. 



GOBIERNO DE LA PROVINCIA 
DE PINAR DEL RIO. 

Un Gobernador civil, Jefe de Admi- 
nistración de primera clase, con.. ^.000 4.000 6.000 

Un Secretario, Jefe de Negociado de 
tercera. 800 1.500 S.300 

Un Oficial tercero de Administra- 
ción 

Dos id. cuartos de id., á 4Ó0 y 900. . 

Dos id. quintos de id., ¿ 300 y 800. . 

Consignación para Escribientes .... 

ídem para porteros y sirvientes. . . . 



500 


l.COO 


1.500 


800 


1.800 


«.600 


600 


1.600 


«.200 


» 


» 


3.500 


» 


» 


1.000 
19.100 



Igual que el anterior » » 19,100 



Igual que el anterior » » 19.100 



Igual que el anterior ., » » 19.100 



Madrid 23 de Julio de 1878.= Aprobado por S. M. 
Elduayen* 
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REAL DECRETO, 



Eq consecuencia de lo dispuesto en los artículos 89 y 
transitorio de la Constitución de la Monarquía, á propues- 
ta del Ministro de Ultramar y de acuerdo con el parecer 
del Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo i.* La isla de Cuba elegirá el .número de Di- 

# 

putados á Cortes que corresponda á su población, en la 
proporción de un Diputado por cada 40.000 habitantes 
Ubres. 

Art. %.^ Las elecciones se veriñcarán en el dia que mi 
Gobierno determine con arreglo á la ley provisional de la 
Península de %0 de JuUo de 1877, salvo las modificaciones 
que con relación á sus artículos 4.*, 5.^ 11 y 16 establecen 
los que siguen. 

Art. 3.* Para ser elegido Diputado se requiere: 

Primero. Ser español. 

Segundo. De estado seglar. 

Tercero. Haber cumplido 23 años de edad con anterio- 
ridad á su proclamación en el distrito electoral. 

Art. 4.* No podrán ser elegidos Diputados los compren- 
didos en las excepciones que contiene el art. 5.* de la ley, 
ni los que habiendo estado sujetos á servidumbre no lle- 
ven por lo menos seis años de ser libertos y exentos de pa- 
tronato. 

<^5 



Art. 5.* Tendrá derecho á ser inscrito como elector en 
las listas del censo electoral de la sección de su respectivo 
domicilio todo español de edad de 2S años cumplidos, que 
sea contribuyente, dentro ó fuera del mismo distrito, por 
la cuota mínima de 125 pesetas por impuesto territorial ó 
por subsidio industrial ó de comercio. 

Para adquirir el derecho electoral ha de pagarse la con- 
tribución territorial con dos años de antelación y el subsi- 
dio industrial ó de comercio con tres años. 

Art. 6.* No podrán ser electores los comprendidos en el 
articulo 16 de la ley ni los que habiendo estado sujetos á 
servidumbre no lleven por lo menos tres años de ser li- 
bertos y exentos de patronato. 

Art. 7." El Gobernador general, tomando por base la 
división de la isla en provincias, formará seis circunscrip- 
ciones, en las cuales cada elector elegirá tantos Diputados 
como corresponda en razón al número de sus respectivos 
habitantes con arreglo al art. 1.*; y los subdividirá en los 
distritos que estime conveniente, y estos en secciones que 
no contengan un número menor de 50 electores. 

Art. 8.® Con arreglo á lo dispuesto en el art. 108 de la 
ley, se autoriza al Gobernador general para alterar, en 
cuanto sea indispensable, los plazos señalados en la misma 
para todas las operaciones de formación y rectiñcacion de 
las listas del censo electoral, y también para que acuerde 
respecto á ellas las demás disposiciones que sean de abso- 
luta necesidad para su buena aplicación en la isla. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA. 

No se exigirá en la primera elección el período de resi- 
dencia necesario en el respectivo domicilio para ser consi- 






derado elector, ni tampoco el plazo de dos años para el 
pago de contribuciones, bastando que estas se devenguen 
con fecha anterior á la convocatoria. 

Dado en Palacio á nueve de J[pnio de mil ochocientos 
setenta y ocho. 

ALFONSO. 



El Ministro de Ultramar, 
#o«é lildiiayeii. 
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